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La presente investigación lleva como título “factores sociales y jurídicos de 
revocatorias de alcaldes municipales por la descentralización presupuestal puno 
2011-2013”; utilizo el paradigma cuantitativo, que cuenta con una metodología 
hipotética -  deductiva, utilizando un instrumento y técnica que es la encuesta pre-
codificada, y el programa SPSS para el procesamiento estadístico de los cuadros 
de análisis con la aplicación de la lógica deductiva en el entendimiento de los 
números que expresen nuestro resultado validando nuestra hipótesis; 
planteándose el problema  ¿Cuáles son los factores sociales de revocatoria de 
alcaldes municipales en la Región de Puno?, mediante el cual se ha propuesto, 
determinar el número de autoridades ediles en la Región de Puno, que fueron 
revocados o que fueron tramitados su revocatoria por las diferentes causales que 
vienen perjudicando a los pueblos de su jurisdicción afectando económicamente, 
social, cultural y políticamente del 2011 al 2013; estudios que permiten  el proceso 
de análisis y síntesis de los resultados en cuadros estadísticos, reportes gráficos y 
porcentajes.  
 
La investigación desarrollada se estructura en cuatro capítulos establecidos 
en el siguiente orden: Capítulo I, con el planteamiento y descripción del problema 
observado en la realidad; Capítulo II, se desarrolló el marco teórico y la posición 
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hipotética que se desarrolló con juntamente con la contratación de la teoría frente 
a la realidad, conocimiento cognoscitivo que respaldo la posición hipotética; 
Capítulo III, Contamos con la operativización que se realizó en el proceso de 
investigación, describiendo el proceso metodológico que se empleó para cumplir 
los objetivos planteados frente al planteamiento de la pregunta, y Capítulo IV, 
describimos los resultados obtenidos en el proceso de la investigación, así como 
concluimos nuestro aporte científico con conclusiones y sugerencias que 
permitirán desarrolla con mayor profundidad posteriores investigaciones.  
 




















This research is entitled "social and legal factors to revoke mayors in the budget 
decentralization puno 2011-2013"; I use the quantitative paradigm, which has a 
methodology hypothetical - deductive, using an instrument and technique which is 
the pre-coded survey and SPSS for the statistical processing of the analysis tables 
with the application of deductive logic in understanding Numbers express our 
results validating our hypothesis; considering the problem What are the social 
factors to revoke mayors in the region of Puno ?, whereby proposed, determine the 
number of municipal authorities in the region of Puno, which were revoked or were 
handled its recall by the different causes that are hurting its jurisdiction affecting 
peoples economically, socially, culturally and politically from 2011 to 2013; studies 
to the process of analysis and synthesis of the results of statistical tables, graphs 
and reports percentages. 
 
The research carried out is divided into four chapters set in the following order: 
Chapter I, with the approach and description of the problem observed in reality; 
Chapter II, the theoretical framework and the hypothetical position that was 
developed together with the hiring of theory versus reality, cognitive knowledge 
that support the hypothetical position is developed; Chapter III, we have the 
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operationalization held in the research process, describing the methodological 
process used to meet the objectives facing the approach of the question, and 
Chapter IV, we describe the results obtained in the research process, and we 
conclude our scientific contribution with conclusions and suggestions that will 
further develop more depth investigations. 
 
















Aunque existe desde hace años en el Perú, el mecanismo de revocatoria recién 
adquirió primeras planas y generó intensos debates políticos y académicos con la 
consulta popular realizada en Lima, en marzo de este año. Sobre ello, baste 
señalar que el Perú es, actualmente, el país de América Latina con más procesos 
de revocatoria. Como recuerdan Welb y Sërdult, (Welp y Serdült, 1979) Perú es de 
lejos el país más activo en el uso de revocatoria de mandato en la región, con más 
de 1.029 procesos realizados entre 1997 y 2012. (Remy, 2013) 
 
Este ensayo no busca reabrir el debate sobre la pertinencia o no de los 
mecanismos de democracia semidirecta o directa, debate inacabado, por cierto. 
Por lo demás, la revocatoria está sancionada constitucionalmente en el Perú, y, 
por tanto, es poco probable que pueda derogarse. Sin embargo, sí es posible, a la 
luz del análisis comparado, poner en el debate algunas consideraciones que 
podrían ajustar este mecanismo, de tal manera que pueda en efecto ser un 





Del análisis comparado sobre la legislación y procesos de revocatoria en el 
mundo, hemos tomado tres aspectos, sin ser excluyentes otras consideraciones: 











1.1. Análisis de la situación problemática. 
Podemos describir el problema de revocatoria de alcaldes a través de los 
factores  socio jurídicos, los mismos que se comenten a falta de 
conocimiento de la Administración Municipal, en ese contexto esto se debe 
a que los Partidos Políticos deben de  formar cuadros técnicos de 
profesionales especialmente lideres con capacidad para  fortalecer la 
democracia  no a la improvisación.  
 
En  la Región Puno, en los últimos años  como consecuencia de lo ya 
descrito no cumplen sus propias funciones señaladas en la ley Orgánica de 
Municipalidades por  la inoperancia de algunas Autoridades Ediles, tanto 
como en las Municipalidades Provinciales como Distritales   cometiendo 
errores  en su Gestión Municipal incumplimiento de sus promesas, 
nepotismo, apropiación ilícita entre otros; algunos por negligencia, sabiendo 
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que las Municipalidades son los órganos de gobierno, promotores del 
desarrollo local, que por el incumplimiento de los mismos, la Sociedad civil 
amparado  a la Constitución Política del Perú y a la Ley Nº 26300 Ley de los 
derechos de la participación y control ciudadano, realizan consulta popular 
de revocatorias de autoridades municipales Provinciales y Distritales, por lo 
que se han venido dando efecto estas consultas, revocando a Alcaldes y 
Regidores cada vez más con mayor énfasis dejando un retroceso a la 
Población perjudicando el desarrollo integral de los pueblos  de su 
jurisdicción, creando malestar y desorden justamente materia de 
investigación las  consecuencias legales y sociales de  consulta previa y 
revocatorias de autoridades municipales de los gobiernos locales en la 
región Puno. 
 
1.1.1. Planteamiento del Problema. 
1.1.1.1. Problema General. 
¿Cuáles son los factores sociales de revocatoria de alcaldes 
municipales en la región Puno? 
1.1.1.2. Problema Específico. 
¿Cuáles son las factores jurídicos  de revocatorias de Alcaldes 
municipales en la región  Puno? 
¿Cuáles son los factores económicos de revocatorias de Alcaldes 




1.2. Objetivos  
1.2.1. Objetivo general. 
Determinar el número de autoridades ediles en la región de Puno que 
fueron revocados o que fueron tramitados su revocatoria por las diferentes 
causales, que vienen perjudicando a los pueblos de su jurisdicción 
afectando económicamente, social, cultural y políticamente del 2011 al 
2013. 
1.2.1.1. Objetivos específicos. 
 Cuáles son las causas por el que han sido revocados Alcaldes y 
Regidores en la región de Puno.  
 Identificar el número de alcaldes y regidores por el que han sido 




















2.1. Antecedentes de la investigación 
2.1.1.  Antecedentes internacionales 
Julio Teodoro Verdugo Silva (Tesis) La Revocatoria del Mandato en el 
Ecuador, Países de la Comunidad Andina y del Continente Americano. 
Ecuador – 2007, donde concluye que: 
 
En lo referente al ámbito de las  democracias  occidentales,  se  observa  
mayor influencia de la revocatoria del mandato sobre los países 
pertenecientes al continente americano, a diferencia de Europa donde su 
reconocimiento es prácticamente nulo, a excepción de Suiza y  





Ningún ordenamiento  jurídico,  al regular  el derecho  de revocatoria  
del mandato, considera todos y cada uno de los elementos y  
procedimientos que comprende el mecanismo que permite su  
manifestación, pues cuestiones reguladas por unos es ignorado por otros. 
 
Se observa resistencia en reconocer la noción amplia de revocatoria del 
mandato en cuanto a los sujetos susceptibles de ser revocados, pues a 
excepción de Venezuela, todos los ordenamientos consideran como sujetos 
solo a determinadas autoridades, relativizando el principio ius filosófico de 
la soberanía popular e ignorando que dicho principio afecta la situación de 
todas y no solo de algunas de las autoridades electas mediante voto 
popular. 
 
La revocatoria del mandato se reconoce en mayor medida en el ámbito 
sub-nacional frente al nacional, siendo la figura del alcalde la que mayor 
acogida tiene entre los ordenamientos jurídicos, en contraste con la figura 
del Presidente de la República. 
 
Los ordenamientos que reconocen la revocatoria, por regla general 
exigen porcentajes (iniciativa  y votación) altos, siendo más exigentes  los 
que se calculan sobre el padrón electoral total; aquellos que se calculan 
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sobre parámetros diferentes al padrón electoral tienen mayor perspectiva de 
lograrse. 
 
El ordenamiento jurídico ecuatoriano limita la revocatoria del mandato 
no solo en cuanto los sujetos de revocatoria, sino además, es el país más 
exigente con los porcentajes (especialmente el de  iniciativa)  de  entre  
todos  los  que  reconocen  la  revocatoria  del mandato. 
 
Si se parte del supuesto de que los porcentajes altos han intimidado de 
antemano iniciativas de revocatoria, estos serían la causa hipotética de no 
ejercicio de la revocatoria en el Ecuador, donde al no existir ni siquiera 
experiencias en el intento de recolección de firmas para avalar una 
iniciativa, peor una votación de revocatoria en sí, la hipótesis antes 
mencionada conserva esta categoría. Se ha tratado de demostrar la 
dificultad en la consecución de porcentajes mediante cálculos y operaciones 
matemáticas, más no existe ciudadano,  grupo  o partido  político 
interesado, que haya intentado recolectar firmas y experimentado en la 
realidad de los hechos la dificultad mencionada. 
 
Además de esta hipótesis, al parecer el no ejercicio de la revocatoria en 
el Ecuador, tiene que ver con el simple hecho de que, desde su 
reconocimiento hasta la fecha, no se han presentado  motivos  o razones  
fundadas y de envergadura tal, que hayan reclamado el ejercicio de este 
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mecanismo. Desde el reconocimiento de la revocatoria del mandato (1998) 
hasta la actualidad, los funcionarios de elección popular que se han 
encontrado incursos en cuestiones  políticas  y  de  legitimidad  de  
envergadura tal, que  hubieran  reclamado  la presencia de la revocatoria 
del mandato, como medio institucional de solución, han sido Presidentes de 
la República, quienes no están reconocidos como sujetos de revocatoria. 
 
2.2. Marco teórico referencial  
2.2.1. La revocatoria del mandato 
2.2.1.1. Etimología  
Al   hablar   de   este   derecho,   cuatro   son   los   términos   que   se   
presentan inmediatamente para significarlo, estos son: revocar,  
revocatoria,  revocación y recall. 
  
 El término revocar tiene su origen en el latín revocare y hace 
referencia al acto unilateral que emana de una voluntad que se rectifica. 
Según el Diccionario de la Real Academia Española, revocar es: “dejar 
sin efecto una concesión, un mandato o una resolución” (Real Academia 




 El término revocación, para Cabanellas, proviene del latín revocatio 
y tiene las siguientes acepciones: a) nuevo llamamiento; b) dejar sin 
efecto una decisión; c) anulación, sustitución de una orden o fallo por 
autoridad superior; d) acto con el cual el otorgante dispone en contra del 
anterior; e) retractación eficaz, y f) derogación (Cabanellas, 1976, p. 
598). Para este mismo autor, revocatorio significa “con virtud para 
revocar y para anular” (Cabanellas, 1976, p. 601). 
 
 Para Roberto Troncoso Benjamín, Recall es una voz inglesa, cuya 
traducción textual es “volver a llamar” así como “convocatoria” 
(Zimmerman, 1992, p. 115). Con este nombre se conoce a la institución 
jurídico-política norteamericana equivalente a la revocatoria del mandato. 
 
Los autores, para referirse a este derecho e institución política, lo hacen 
indistintamente utilizando el término revocatoria, así como revocación 
(Ordóñez, 1999, p, 77). 
2.2.1.2. Concepto. 
Los términos revocatoria y revocación tienen un sentido jurídico más o 
menos amplio, vinculado tanto al campo del Derecho Privado (Derecho 





 Desde el punto de vista del Derecho Constitucional, la revocatoria 
del mandato es una institución jurídico-política que encarna un derecho, 
por el cual, el cuerpo electoral puede dejar sin efecto, mediante votación, 
el mandato político otorgado a un funcionario de  elección  popular,  
antes  de  cumplir  el  período  para  el  cual  fue  elegido.  Dicha 
remoción  opera  a  través  de  votación  popular,  pues,  toda  o  parte  
de  la  comunidad electoral  de  una  determinada  circunscripción  
territorial,  una  vez  cumplidos  los requisitos establecidos en la 
Constitución y la ley, pueden promover la salida de sus autoridades o 
ratificar su mandato manifestándose en las urnas mediante voto directo. 
 
 La revocatoria del mandato permite la intervención directa y efectiva 
del cuerpo electoral en un asunto político de interés e importancia pública 
como es la permanencia o no de un funcionario de elección popular; 
convirtiéndose en un mecanismo de participación ciudadana, que 
permite al electorado ser parte de lo que se denomina “democracia 
gobernante” (Ferreyra, 2005, pp. 1 y ss). Posibilita, entonces, el acceso 
de todo ciudadano a los procesos de toma de decisiones políticas 
mediante una interrelación mutua entre gobernantes y gobernados, 
efectivizando la rendición de cuentas y el ejercicio de un control político, 
moral y jurídico, sin intermediarios, con lo que se sanciona eficazmente 
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la demagogia, la corrupción administrativa y el uso del poder para 
favorecer intereses particulares; contribuye a la construcción de un 
sistema político donde el ciudadano tenga canales efectivos de 
expresión, realizando el ideal del estado democrático de derecho. 
 
 La revocatoria del mandato se fundamenta en el principio de 
soberanía popular puesto que la autoridad de los mandatarios para 
ejercer el poder público y político tiene su origen en la voluntad del 
pueblo. Se basa, además, en principios de democracia electiva, directa, 
responsable y participativa; así como en la necesidad de un control 
político adecuado y un criterio de competencia de los funcionarios, 
juzgada a la luz de parámetros de  responsabilidad, rendición de cuentas 
y administración pública libre de corrupción. 
 
2.2.1.3.  Antecedentes. 
2.2.1.3.1. Antecedentes sociológicos. 
El demos o pueblo   a lo largo de la historia, por lo menos desde la 
Grecia de Pericles hasta nuestros días, ha constituido el sector 
gobernado de la sociedad. En la propia democracia directa de  Atenas  el  
demos  estaba  sujeto  al  mando  por  cortos períodos (ej. los 
estrategas). En la Roma, tanto del Imperio como de la República, existió 
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un conglomerado humano gobernado. Durante la Edad Media, desde el 
oscurantismo, pasando por el Renacimiento, hasta las monarquías 
absolutas, un sector gobernaba al otro. La Edad Moderna, bajo el influjo 
de las Revoluciones Americana y Francesa,  se caracteriza por la 
construcción de una nueva forma de  organización político-social en la 
cual existen ciudadanos que toman decisiones que afectan a otros. En 
definitiva, la historia de la organización política está marcada por la 
presencia de gobernantes y gobernados. 
  
 Dichos gobernantes toman decisiones que pueden beneficiar así 
como perjudicar a quienes fungen de gobernados. Aquellas que causan 
perjuicio han producido y/o producirán malestar, incomodidad e 
indignación entre quienes comprenden el sector gobernado. De esta 
manera, en toda época cualquiera sea el sistema político organizativo de 
la sociedad existe una relación directa entre los actos ilegítimos de la 
autoridad (llámese rey, emperador, monarca, presidente, etc.) y la actitud 
rebelde que caracteriza a los gobernados (llámense súbditos, esclavos, 
pueblo, etc.). Este hecho es una constante a través de la historia. 
 En ese contexto, la génesis de la revocatoria del mandato se 
encuentra en la insatisfacción, inconformidad, descontento y hasta ira de 
los gobernados ante los actos de  los  gobernantes.  Estos  sentimientos  
se  han  manifestado  y  se  manifiestan  de diferentes formas, sean 
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estas pacíficas o violentas, a través de revoluciones, levantamientos, 
asonadas etc. 
 
 En Grecia, en el año 73 a.c, acaeció la rebelión de esclavos 
encabezada por Espartaco. Durante la Edad Media, donde no existía una 
configuración de un sistema democrático tal como hoy se lo concibe, 
ante las actuaciones despóticas de quienes eran titulares del poder, se 
recurría al tiranicidio, catalogado como derecho de resistencia, siendo 
defendido por pensadores como Tomás de Aquino, Juan de Mariana, 
Francisco Suárez, John Locke y Emmanuel Mounier. Santo Tomás de 
Aquino sostiene al respecto: 
Porque si una sociedad tuviera derecho a darse un rey, no 
procedería con injusticia deponiéndolo o moderando su 
autoridad si abusara de ella de un modo tiránico; ni sería 
calificada de   infiel   destituyéndole, aun cuando se   hubiera 
sometido perpetuamente a él, porque conduciéndose como mal 
príncipe en el gobierno del Estado, debiendo consagrarse a su 
bien y prosperidad, como cumple a su misión, se hizo acreedor 





El padre Juan de Mariana en el siglo XVI sostiene: 
Supongamos que está vejada la república por las depravadas 
costumbres del monarca, que degenera el poder real en una 
manifiesta tiranía; ¿sería acaso posible arrancar al príncipe la 
vida ni el gobierno si no se hubiesen reservado los pueblos 
mayor poder que el que delegaron a sus reyes? 
¿Cómo podemos, por otra parte, suponer que los ciudadanos 
hubiesen querido despojarse de toda su autoridad, ni transferirla 
a otro sin restricción, sin tasa, sin medida? (P. Juan de Mariana, 
1999, p. 86-87). 
 
Todos y cada uno de los países y naciones en todas las épocas 
históricas, cuentan con ejemplos que demuestran que el pueblo, ante el 
abuso de autoridad, ha reaccionado y ha sido implacable. 
 
2.2.1.4. Antecedentes históricos. 
No se puede establecer un ancestro determinado del cual la revocatoria 
del mandato se derive de manera históricamente permanente; pero se 
pueden identificar hitos compuestos de determinados principios, 
procedimientos y comportamientos que en determinadas épocas 
14 
 
emergen y cuyas características coinciden y contribuyen con la 
construcción de la noción de revocatoria tal cual hoy se la conoce. 
 
2.2.1.4.1. El „ostracismo‟ y su práctica en la democracia directa de Grecia 
como antecedente de la revocatoria del mandato. 
John Randolph Haynes manifiesta que la revocatoria “se deriva 
históricamente de fuentes griegas y latinas.” En la Grecia de Pericles 
existió un procedimiento denominado ostracismo, cuyas características 
permiten colegir que se trata de un antecedente remoto de la revocatoria 
del mandato. 
 
 El ostracismo consistía en “el destierro político que los atenienses 
imponían a los personajes muy influyentes a fin de evitar que sintieran la 
tentación de adueñarse del poder o perpetuarse en el mismo con mal 
para la libertad del pueblo” (Cabanellas, p. 141).  El término „ostracismo‟, 
proviene del latín ostracismus y éste del griego ostrakosmos. De 
ostrakiso de ostrakon que significa concha (Ostracismo1986, p. 1580). 
 
 Fue la Asamblea Griega (ecleccia) la que se encargaba de tomar 
directamente las decisiones de todos los asuntos concernientes al 
gobierno, entre otros, el relacionado con el procedimiento de ostracismo. 
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En enero de cada año la Asamblea procedía a practicar el proceso de 
ostracismo (Ostracismo1986, p. 1580), el cual se decidía por medio de 
votación, la misma que  se efectuaba por dos ocasiones. 
 
 La primera, para decidir si el procedimiento era necesario. Si la 
respuesta era afirmativa se procedía a la segunda votación (La 
Enciclopedia, p. 11.472), en la cual se establecía el ciudadano a ser 
desterrado, escribiendo su nombre en la concha.  Si la Asamblea, que 
comprendía generalmente por lo menos 5.000 (Escobar, 2001, p. 131) ó 
6.000 ciudadanos (Escobar, 2001, p. 131), votaba por mayoría simple a 
favor del destierro, que duraba diez años (Ostracismo, p. 11472), éste se 
consumaba con pena de muerte si el ciudadano sujeto de dicha sanción 
retornaba. 
 
2.2.1.4.2.  La relación entre revocatoria del mandato y el ostracismo. 
En Grecia la representación política, tal como hoy se la entiende, no 
existía pues todo giraba alrededor de la Asamblea; no obstante, existían 
cargos, como el caso de los estrategas, ocupados por ciudadanos 
destacados que tenían la obligación de cumplir con los deberes que 
implicaban los mismos en pro de la democracia y lo que ésta evocaba en 
aquel tiempo. Sin embargo, fueron estos cargos los que a su vez podían 
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ubicarlos en una posición óptima para hacerse del poder político total, 
por lo cual no es una casualidad que estrategas como Arístides y 
Themóstides y un general y político como Cimón (Ostracismo, p. 11472), 
hayan sido sujetos de ostracismo y, en consecuencia, desinvestidos de 
sus cargos y de su posibilidad de intervención en la Asamblea. 
 
El ostracismo fue, por tanto, una forma de participación política. Al 
respecto, Ángel Rivero, refiriéndose a la participación en la democracia 
antigua, manifiesta: 
Pero también había otras formas de actividad orientadas a la 
influencia política menos directas. Eran éstas la discusión 
política o hasta la conspiración en el mercado en búsqueda 
habitualmente de una condena de ostracismo, esto es, el 
destierro de los contrincantes políticos, pero también las 
campañas políticas incluidas aquellas destinadas a orientar e 
incluso pervertir el voto en la asamblea, como atestiguan las 
enormes cantidades de ostrakón (fragmentos de cerámica que 
se utilizaban en las votaciones) con nombres preinscritos 
encontrados en el barrio de los ceramistas de Atenas o en los 
barrancos en la colina de la Acrópolis. (2003, p. 208) 
 Si bien los términos „revocatoria‟ y „ostracismo‟ son semánticamente 
disímiles, debido a que el primero significa dejar sin efecto un acto y el 
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segundo denota  exilio o destierro, es el contenido, esencia y razón de 
cada uno lo que permite establecer una relación histórica entre estos 
procedimientos, puesto que los elementos que los componen tienen 
características similares entre sí. La relación entre la revocatoria del 
mandato y el ostracismo es instrumental-finalista y procedimental. 
 
 Es instrumental finalista, pues  tanto  la  revocatoria  del  mandato 
como el ostracismo son instrumentos que permiten alcanzar un mismo 
fin, esto es, prescindir de la presencia de un ciudadano infractor de la 
democracia. El ostracismo, en tanto exilio, no fue un fin en sí mismo, por 
el contrario, fue el instrumento a través del cual se lograba despojar a un 
ciudadano de la posibilidad de su participación política en la asamblea, 
cuando éste trataba tomarse el poder para sí. Al evitar su presencia, el 
ciudadano infractor se encontraba imposibilitado de participar en la 
asamblea y, por lo tanto, ponerla en peligro. 
 
 Las características que tenía la democracia directa  determinaban 
que los miembros de la Asamblea se conviertan en destinatarios de una 
obligación que se traducía en velar por el ejercicio pleno del tipo de 
democracia que se practicaba en Grecia. Si no cumplía esta obligación y, 
por el contrario, se la ponía en peligro, se infringía un “mandato 
intrínseco” que emanaba de la naturaleza misma de la democracia 
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directa. En definitiva, el ostracismo fue -simple y llanamente una medida, 
un castigo, por medio del cual se lograba que un ciudadano infractor de 
la democracia no lo siga haciendo; como si actualmente, para evitar que 
un alcalde nos gobierne tuviésemos que sacarlo de la ciudad. Al 
respecto, Iván Escobar Fornos enseña: “El pueblo ateniense era muy 
exigente con el comportamiento de sus funcionarios públicos, aunque le 
brindaban respeto y le rendían honores a aquellos que lo merecían. 
Cualquier ciudadano podía revisar la actuación de los funcionarios 
públicos, denunciar las irregularidades y pedir la sanción 
correspondiente. Los funcionarios eran juzgados y los culpables 
condenados.” (Escobar, p. 131). 
 
 Es procedimental, debido a que los medios tanto de la revocatoria 
del mandato como del ostracismo son similares y concuerdan en 
diferentes elementos que los componen. 
  
 Era sujeto de ostracismo cualquier ciudadano que conformaba la 
Asamblea y, generalmente, quien desempeñaba funciones importantes 
sin que haya existido la noción de representación política tal como se la 
entiende en la actualidad. En el caso de la revocatoria, en principio, son 
susceptibles de ser sujetos de este procedimiento, todos los ciudadanos 
que fungen como autoridades de elección popular. 
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 Al igual que la revocatoria del mandato, el ostracismo no fue un 
procedimiento autoritario, ni injustificado, pues existían causas y razones 
para que opere. El miembro que ponía en peligro la democracia tratando 
de hacerse con el poder político para sí, no solo incumplía con una 
obligación lógica de mantener la estabilidad, sino que peor aún atentaba 
contra la democracia como la entendían en aquel tiempo. Tanto la 
revocatoria del mandato como el ostracismo son procedimientos cuyo 
ejercicio es racional, por lo tanto, no indiscriminado. 
 
 El ostracismo no era inesperado: se lo efectuaba una vez cada año, 
convirtiéndolo en un instrumento de disuasión, cuyo uso no estaba sujeto 
a eventualidades sino a real necesidad. Del mismo modo, obligaba a los 
participantes de la Asamblea a no atentar contra la democracia ni 
cometer actos en su contra, pues en el futuro podían ser sujetos de 
ostracismo. 
 
 La decisión de ejecutar la revocatoria del mandato y el ostracismo 
no estaba a cargo de ningún cuerpo colegiado ni mucho menos, sino del 
demos o pueblo; en el caso del ostracismo a través de la asamblea, y en 
el de la revocatoria, a través del cuerpo electoral. En ambas, la decisión 
se expresaba mediante votación directa y secreta, acudiendo a las 
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urnas, en el caso de la revocatoria, o escribiendo en la concha el nombre 
de quien debía ser desterrado, en el caso del ostracismo. 
 
 La  revocatoria  del  mandato  y  el  ostracismo  necesitan  de  un  
porcentaje determinado para que éstos procedan, en el caso de la 
revocatoria del mandato dicho porcentaje depende de cada 
ordenamiento jurídico y, en el caso del ostracismo, la mitad más uno de 
los que conformen la asamblea (de cinco a seis mil). 
 
 Las consecuencias que producen la revocatoria del mandato y el 
ostracismo son eminentemente políticas pues, en el caso del ostracismo, 
ni siquiera se producía la confiscación de bienes u otro tipo de 
retaliaciones, al igual que en la revocatoria. 
 
2.2.1.4.3. La interrelación política medieval como antecedente de la 
revocatoria del mandato 
Durante la Edad Media, en la etapa temporalmente inmediata anterior a 
la configuración de la unidad política Estado nación, las relaciones 
políticas entre gobernantes y gobernados y las primeras manifestaciones 
de la representación política que mantenían los diferentes estamentos 
entre sí y frente al monarca, giraban alrededor de un mandato y 
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representación política imperativa, por lo tanto revocable. Si bien en 
aquella  época  no  existía  un  procedimiento  con características 
asimilables  a  la revocatoria del mandato tal como hoy se la conoce 
pues la forma de organización política de aquella época difiere de la 
actual, no se puede desconocer que la dinámica de interrelación política 
medieval se constituye en un antecedente de la revocatoria del mandato, 
básicamente porque quien otorgaba un mandato estaba en la posibilidad 
de dejarlo sin efecto (Escobar, p. 131). 
 
2.2.1.4.4. La implementación formal de la revocatoria del mandato durante el 
siglo XIX. 
A partir de la Revolución Americana (1776) y Francesa (1789), hitos que 
evocan el paso de la Edad Media hacia la Moderna, se impone la 
denominada democracia representativa, en una etapa donde se 
configura la unidad del Estado Nacional, en la cual las relaciones 
políticas entre gobernantes y gobernados se desarrollan bajo una noción 
de mandato y representación política, por regla general, irrevocables. 
Ésta es una constante que se manifiesta de manera plena hasta 
mediados del siglo XIX, época en la cual  se  observa  la  paulatina  





 La democracia representativa, durante el proceso de su aplicación, 
evidenció una serie de vicios (Naranjo, 1990, p 342) que permitieron la 
reaparición de las tesis de la democracia directa y los planteamientos 
rousseauneanos acerca de la soberanía popular, que inspiraron un 
proceso de concienciación del pueblo, que se reconoce como detentador 
de la soberanía, lo  que  da  como  resultado  la  petición  y  exigencia  
por  parte  de  éste,  de  mayor intervención y participación en los 
asuntos del gobierno. En tal contexto se inicia una progresiva lucha hacia 
la consecución de diferentes medios que garanticen una mayor 
participación, entre otros la revocatoria del mandato, entendida como la 
posibilidad de dejar sin efecto el mandato otorgado a un gobernante, 
posibilidad que bajo la filosofía de la democracia representativa fue 
imposible. 
 
 Suiza es el país pionero en el reconocimiento del derecho de 
revocatoria del mandato, pues en este país, este mecanismo se remonta 
a la fase temprana de la regeneración y al movimiento democrático de la 
segunda mitad del siglo XIX. La ciudad de Berna fue la primera que la 
adoptó en 1846 (Hangartner, 2005). 
 
 Estados  Unidos  es  otro  de  los  países  donde  se  evidencia  que 
las doctrinas rousseauneanas influyeron en la adopción de mecanismos 
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de participación ciudadana. Así lo considera Zimmerman quien 
manifiesta que la teoría del contrato social y la voluntad  general 
preconizada  por  Rousseau  tuvieron  fuerte  influencia  sobre  los 
dirigentes de la Revolución Americana (Zimmerman, p.13), iniciándose 
un proceso de emergencia y consolidación de ideales democráticos. 
Según Joshua Spivak, en Estados Unidos la cuestión de la revocatoria 
del mandato se remonta a las leyes de la General Court of the 
Massachusetts Bay Colony de 1631 y en la Massachusetts Charter de 
1691. Sostiene además que después de declarar su independencia, 
once de las trece colonias escribieron su nueva constitución de las 
cuales pocas incluyeron el recall dentro de la ley como un método  de  
control  de  los  representantes  electos.   Zimmerman  manifiesta  que  el 
concepto de la revocatoria del mandato fue incorporado en la normativa 
jurídica de la Confederación y la Unión Perpetua en su artículo 5 que 
disponía que los estados fueran autorizados a reemplazar a sus 
respectivos delegados en el Congreso (Zimmerman, p.115),  sin 
embargo, dicho concepto no fue puesto en práctica por ninguno de los 
estados durante la breve historia de la Confederación (Spivak, s/f).  En la 
Convención de Philadelphia en 1787 durante el proceso de elaboración 
de la nueva Constitución, el asunto del recall fue mayormente ignorado a 
pesar del hecho de que la idea propuesta por Edmund Randolph en su 
presentación del Plan de Virginia el 29 de mayo de 1787 fue 
ampliamente discutida. En aquella época la implantación de la noción del 
24 
 
recall fue un fuerte componente en el proceso de ataque contra el 
federalismo, proponiéndose su uso como un arma contra el poder de las 
autoridades del gobierno Federal, el que con su triunfo provocó que la 
idea del recall entre en un proceso de hibernación.30  En los Estados 
Unidos las doctrinas rousseauneanas siguen ejerciendo influencia hacia 
finales del siglo XIX, lo que se evidenció en la conformación de 
movimientos ciudadanos, denominados populistas, de reforma y 
progresistas que luchaban por una mayor participación de los 
ciudadanos en los asuntos del gobierno, exigiendo responsabilidad y 
rendición de cuentas a los gobernantes ante evidentes actos de 
corrupción e invocando vigorosamente mecanismos de  participación  
directa  de  los  ciudadanos,  entre  ellos el recall. Esta exigencia se 
plasmó en las plataformas electorales nacionales del partido socialista y 
el partido populista de los Estados Unidos en los años 1892 y 1896, pues 
se proclamó en varios estados la adopción del recall conocido también 
como mandato obligatorio (Zimmerman, p. 115). 
 
 Debo manifestar que hasta antes de iniciado el siglo XX lo que en 
Estados Unidos se conocía como recall, desde un punto de vista 
estrictamente doctrinario no reunía todas las características que hoy 
tiene, pues se prescindía de un elemento importante: la intervención del 
pueblo tomando la decisión. Joshua Spivak manifiesta que la versión de 
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la revocatoria del mandato del siglo XVII y XVIII envolvía la remoción de 
una autoridad por otro cuerpo electivo, tal como una legislatura estatal 
removiendo a un senador de los Estados Unidos (Spivak, s/f.). Si bien no 
es sino hasta iniciado el siglo XX cuando se consolida la capacidad del 
pueblo de tomar la decisión de revocatoria, no se debe perder de  vista  
que  los  antecedentes  históricos  antes  expuestos, son realidades que 
han desembocado en una construcción político-jurídica que ha 
evolucionado a través del tiempo dando como resultado la revocatoria 
del mandato. 
 
 Efectivamente, este mecanismo de democracia directa se consolida 
con las características con las que hoy la conocemos a inicios del siglo 
XX, cuando en Estados Unidos aparecieron diferentes circunstancias 
que hicieron reemerger la revocatoria del mandato como una opción 
política viable, cambiándose el campo de debate hacia el nivel estatal, 
siendo su actor principal el pueblo quien se posesiona sobre el poder de 
revocar el mandato (Spivak, s/f.).  En este sentido, la noción base que 
inspiró la revocatoria del mandato (control de los gobernantes, rendición 
de cuentas)   que en un primer tramo transitó sola, se complementa con 
la intervención del pueblo (por los gobernados, participación ciudadana) 




2.2.1.4.5.  La revocatoria del mandato y su adopción a lo largo del siglo XX. 
En Estados Unidos, el recall no se plasmó en ningún ordenamiento 
jurídico, sino hasta el año 1903 cuando el 22 de enero el cuerpo electoral 
de la ciudad de los Ángeles aprobó su carta constitutiva en la que se 
incluía este mecanismo (Spivak, s/f.). De esta manera en Estados  
Unidos  el  recall  inicia  a  nivel  municipal.  Luego  de  la  adopción  de  
la revocatoria del mandato en los Ángeles, se inicia un proceso paulatino 
de adopción de este mecanismo en diferentes ciudades y estados de 
Norteamérica. Rápidamente el recall va trascendiendo del plano 
municipal para incorporarse al estadual, de esta forma, Oregon  es  el  
primer  estado  que  incorpora  el  recall,  en  su  Constitución  de  1908. 
 
 California lo establece en su Constitución de 1911 y, sucesivamente, 
adoptan igual criterio Texas, Idaho, Kansas, Nevada, Colorado, Michigan, 
Luisiana y la mayoría de los estados del Oeste (Sabsay, s/f.).  Minessota 
es el que más recientemente adoptó este mecanismo de democracia 
directa en 1996 (National  Conference  of  State  Legislatures, 2006). 
Veinte y nueve estados de este país reconocen en su legislación la 
revocatoria del mandato; un estado reconoce la revocatoria del mandato 
únicamente a nivel estatal: Rhode Island.37   Diecisiete estados 
reconocen la revocatoria tanto a nivel estatal como local, estos son: 
Alaska, Arizona, California, Colorado, Georgia, Idaho,  Kansas,  
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Louisiana,  Michigan,  Minnesota,  Montana,  Nevada,  New Jersey, North 
Dakota, Oregon, Washington y Wisconsin. Once Estados reconocen la 
revocatoria únicamente a nivel local, estos son: Alabama, Arkansas, 
Florida, Missouri, Nebraska, New Hampshire, Ohio, South Dakota, 
Tennessee, West Virginia y Wyoming. 
 
 En Estados Unidos históricamente el recall ha sido ejercido más a 
nivel de gobierno local que a nivel estatal. El ensayo del recall a nivel 
estatal ha sido singularmente no exitoso. Anterior al proceso de recall al 
gobernador de California Gray Davis,  en el 2003 el único proceso de 
recall a un gobernador en la persona de Lynn J. Frazier tuvo lugar en 
Dakota del Norte en 1921. En California, desde 1911 hasta 1994, se han 
presentado 107 iniciativas de recall, calificando para la votación solo 
cuatro. Un senador estatal fue revocado en 1913. En 1914, un senador 
fue revocado y otro salió avante del proceso de revocación. En 1994 se 
efectuó otro proceso de revocación donde el senador implicado, David 
Roberti, no fue sujeto de revocatoria. En 1995, dos miembros de la 
asamblea fueron revocados. En Michigan, en el año de 1983, iniciativas 
de recall contra dos senadores estatales fueron exitosas por primera vez 





 Posteriormente, diferentes ordenamientos jurídicos alrededor del 
mundo empiezan un proceso de acogida a este mecanismo de 
democracia directa. 
 
 La Constitución Alemana de Weimar promulgada el 11 de agosto de 
1919, es paradigmática en la inclusión de mecanismos de democracia 
directa, entre ellos el de revocatoria del mandato, pues establece como 
sujeto de este procedimiento al titular del Ejecutivo, es decir al 
Presidente de la República. La revocatoria del mandato   fue reconocida 
en Liechtenstein el 24 de octubre de 1921. La Constitución soviética de 
1936 disponía que “todo diputado tiene la obligación de rendir cuenta a 
los electores de su trabajo y del trabajo del soviet de diputados y puede 
ser revocado en cualquier momento, por decisión de la mayoría de sus 
electores.” Aquí se observa la influencia del pensamiento de Lenin quien 
en el decreto de 4-XII-1917 reflexiona acerca de la necesidad del 
mandato imperativo manifestando que “toda institución electiva o 
asamblea representativa solo puede ser considerada realmente 
democrática y representante electiva de la voluntad popular si se 
reconoce y se aplica el derecho de los electores de revocar a sus 




 Es en el período posterior a la Segunda Guerra Mundial, cuando se 
inicia por parte de diversos países alrededor del mundo, un proceso de 
adopción de instrumentos denominados de „democracia directa‟, 
especialmente la consulta popular, la iniciativa legislativa y la revocatoria 
del mandato con la finalidad de disminuir la distancia que la democracia 
clásica representativa había establecido entre el elegido y el ciudadano 
elector. En dicho período, el debate acerca de la combinación de 
mecanismos de democracia directa con la democracia representativa es 
una constante y son más numerosos los países que introducen en sus 
ordenamientos jurídicos los mecanismos mencionados. 
 
 En Argentina, México y Canadá el reconocimiento de la revocatoria 
del mandato constituye un avance respecto del ordenamiento federal, 
debido a que en estos países la revocatoria del mandato no tiene 
vigencia a nivel nacional. 
 En  Canadá  el  estado  de  British  Columbia  es  el  único  que  
reconoce  este mecanismo de democracia directa con el nombre de 
recall. Dicho estado reconoció este mecanismo de democracia directa el 
24 de febrero de 1995, por iniciativa del entonces Procurador General 




 En Argentina esta institución de democracia directa tiene una 
proyección del nivel provincial (unidades federales) hacia abajo. 
Reconocen el derecho de revocatoria del mandato las siguientes 
Provincias: Misiones (1958), San Juan (1986), San Luis (marzo 1987), 
Córdoba (abril 1987), Río Negro (junio 1988), Tierra del Fuego (mayo 
1991), Corrientes (febrero 1993), Chaco (octubre 1994), Chubut (octubre 
1994), Ciudad Autónoma de Buenos Aires (octubre 1996), La Rioja 
(1998), Santiago del Estero (noviembre 2005), Neuquén (febrero, 2006) y 
Catamarca (Huerta,  1996, p. 86). 
 
 En México, la Constitución Estatal de Chihuahua es la única que 
reconoce la revocatoria del mandato. 
 
 En el Perú, la Constitución de 1993 es la que acoge la revocatoria 
del mandato, considerado como un derecho fundamental, así como un 
derecho político de participación (Constitucion Peruana, 1993).  Luís 
Alberto Huerta Guerrero explica que la revocatoria del mandato 
parlamentario fue originalmente tema objeto de debate y discusión en las 
reformas a la Constitución de 1979, aunque se optó por no permitirla 




 En Colombia, la Constitución de 1991 establece la posibilidad del 
ejercicio de la revocatoria del mandato, considerada como un 
mecanismo de participación  del pueblo en ejercicio de su soberanía. 
Según Javier Henao Hidrón, este mecanismo tiene sus antecedentes en 
1986, cuando se discute en el Congreso Nacional la propuesta e 
iniciativa de reforma constitucional denominada “mandato imperativo” 
que comprendía la posibilidad de conferir un verdadero mandato al 
funcionario electo y de revocar, en determinadas circunstancias, aquel 
mandato. Sin embargo, dicha propuesta no recibió el respaldo de la 
mayoría parlamentaria (Henao, 2003, p, 138). 
 
 En Venezuela, la Constitución de 1999 reconoce la revocatoria del 
mandato para todos los funcionarios de elección popular. Desde 1989 la 
revocatoria del mandato se contemplaba a nivel municipal (para 
alcaldes). En 1992 la Comisión Bicameral para la Revisión de la 
Constitución, presidida por Rafael Caldera, planteó a través de una 
propuesta de reforma constitucional que no prosperó la extensión de la 
revocatoria del mandato a todos los funcionarios de elección  popular. En 
dicha  propuesta  no  se empleaba el término „revocatoria‟ sino el 
eufemismo “evaluación del mandato”. (Álvarez, 2006, pp. 43-53). 
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En Ecuador la revocatoria del mandato es reconocida por la Constitución 
de 1998, teniendo como antecedente básico la cesación informal de 
Presidentes de la República. 
 
2.2.1.5. Naturaleza jurídica de la revocatoria del mandato. 
2.2.1.5.1. La revocatoria del mandato y las diferentes categorías de 
democracia. 
Para una mayor comprensión de la naturaleza jurídica de la revocatoria 
del mandato es necesario establecer cuál es el lugar que le corresponde 
a este derecho dentro del paradigma de la democracia y sus diferentes 
manifestaciones actuales. 
Respecto a la noción de democracia, Rafael de Águila manifiesta: 
El término Democracia, es hoy una de las pocas buenas 
palabras que existen en el vocabulario político. Pero por mucho 
que su uso actual sea positivo, esto no debería hacernos perder 
de vista dos hechos. Primero, que ese uso positivo es realmente 
muy reciente. En efecto resulta complicado encontrar simpatías 
con la democracia hasta bien entrado el siglo XIX [...] en toda la 
historia de la teoría política es difícil encontrar argumentos 
favorables a la democracia hasta que las luchas por el sufragio 
universal aparecen durante el siglo XIX y se desarrollan en el XX 
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[...] El segundo hecho que hay que reseñar es que esta 
democracia que hoy es casi indiscutida, resulta difícil de definir 
por la multitud de significados políticos que se asocian a ella. 
(Águila,  2003, pp. 139-140). 
 
 La polisemia del término democracia nos obliga a recurrir a una 
clasificación de la misma. David Held señala que básicamente hay dos 
tipos o modelos de democracia: democracia representativa y democracia 
directa (Held, p. 216).  Además de estos modelos, en la actualidad,  los  
doctrinarios  hablan  de  la  democracia  semidirecta,  así  como de 
democracia participativa especialmente cuando analizan diferentes 
mecanismos democráticos a través de los cuales el cuerpo electoral se 
manifiesta acerca de tal o cual asunto; siendo la denominación 
participativa a la que se acogen diversas constituciones del mundo al 
momento de calificar a su democracia. 
 
 Estas cuatro categorías de democracia (directa, representativa, 
semidirecta y participativa) deben ser tomadas en consideración,  a fin de 





2.2.1.5.1.1. La revocatoria del mandato y la democracia directa. 
Muchos autores al referirse a la revocatoria del mandato lo hacen 
considerándola como un mecanismo de democracia directa (Sartori,  
1997). En sentido lato, en la democracia directa llamada también 
antigua, no existen representantes, mandatarios o gobernantes, sino 
que es el pueblo el que toma por sí mismo las decisiones que le 
competen, autogobernándose. La   Asamblea   Griega   fue   el   
paradigma   de   este   tipo   de democracia. 
  
 Si la revocatoria del mandato comporta la existencia de 
representantes a quienes precisamente se les retira el mandato, 
entonces ¿quedaría este mecanismo fuera del alcance de la noción 
de democracia directa la cual comprende la inexistencia de 
representantes? A primera vista la respuesta sería afirmativa, sin 
embargo no lo es. 
 
 La calificación de la revocatoria del mandato como un 
mecanismo de democracia directa no depende de la mera 
inexistencia de representantes, sino de que dicha inexistencia se 
produzca al momento de tomar una decisión, es decir, que la decisión 
de cesar en el cargo a una autoridad de elección popular no sea 
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tomada por representantes del pueblo, sino por éste directamente. De 
esta manera, la revocatoria del mandato no es democracia directa 
sino, entre otras, una forma y manifestación de ésta. 
 
 Para establecer si la revocatoria del mandato es o no un 
mecanismo de democracia directa, se debe observar la forma como 
se toman las decisiones: si se las toma directamente o por medio de 
representantes. Si la decisión de cesar en el cargo a una autoridad de 
elección popular la hace el pueblo directamente, sin la intervención de 
representantes, se puede catalogar a la revocatoria como un 
mecanismo de democracia directa, caso contrario, estamos frente a 
un mecanismo distinto a la revocatoria del mandato (a pesar de que 
se cese a un funcionario) y lejano a la noción de democracia directa. 
Giovanni Sartori y  Carlos Santiago Nino nos dan mayores elementos 
de juicio al respecto. 
Sartori habla de dos definiciones de la democracia directa: a) una 
definición mínima, según la cual, la democracia es directa por una 
característica básica: cuando se la ejerce “sin representantes y sin 
representación”; y b) una definición amplia que, además de la no 
intervención de representantes, se caracteriza por una dinámica de 
“inmediatez de interacciones”, una relación directa, cara a cara entre 
los participantes. Por la primera resulta el gobierno directo, por las 
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dos definiciones juntas resulta el Autogobierno (Sartori, 1997, pp. 78 y 
ss).  Por su parte, Carlos Santiago Nino hace una diferenciación 
entre: a) formas de democracia directa y  b) la práctica de la discusión 
moral ideal. 
Sartori, manifiesta que: 
Estas dos características se conjugaban, por ejemplo  en  la  
democracia de los antiguos. Y,  desde  que  se  conjuntaron,  
democracia directa y autogobierno son nociones  
intercambiables. Pero la conjunción que hace a la  democracia 
directa sinónimo de autogobierno no es  necesaria: las dos 
subespecies también se pueden  desunir. Sartori manifiesta 
que el gobierno directo y autogobierno deben distinguirse, 
pues, a pesar de que durante un primer trecho del camino los 
dos viajan juntos, a lo largo del mismo se separan; ¿hasta 
cuándo estarán juntos?, lo estarán mientras el gobierno directo 
y el autogobierno no superen el tamaño de los grupos 
relativamente pequeños. Se puede observar cómo la 
posibilidad de interacción cara a cara entre los participantes  es  
el  elemento  diferenciador  entre  la definición mínima  y  la  




 Debemos detenernos a considerar las diferencias que existen 
entre formas de democracia directa y la práctica de la discusión moral 
ideal. A pesar de que las primeras implican la expresión directa de las 
opiniones de los votantes respecto de cuestiones políticas o de la 
gestión de los funcionarios públicos ellas no reflejan una discusión 
genuina. Los participantes solo pueden contestar por „sí‟ o por „no‟. La 
concepción epistémica de la democracia se apoya primariamente 
sobre el proceso de deliberación colectiva y asigna valor a las 
decisiones mayoritarias solo por ser un mecanismo esencial para 
lograr que la deliberación tienda hacia la imparcialidad. En una 
discusión los propios participantes son los que formulan las 
preguntas, expresan sus intereses y tratan de justificarlos frente a los 
otros. Una discusión no es una mera suma de reflexiones individuales 
que operan en forma aislada sino que es un proceso colectivo en el 
cual la posición de cada participante se vuelve cada vez más 
focalizada como consecuencia de reaccionar a los argumentos de los 
otros. La reflexión de cada uno se ve así enriquecida por las de los 
demás.  
 
 Sartori y Nino coinciden en establecer “dos subtipos de 
democracia directa, definiéndolas de manera similar, aunque 
denominándolas de manera distinta. Si se toma en consideración las 
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tesis y planteamientos expuestos por los autores antes citados, se 
puede establecer que la revocatoria del mandato se subsume dentro 
de la “noción mínima” de democracia directa (Sartori) o de “los 
instrumentos de democracia directa” (Nino, s/f. p. 212). 
 En efecto, por medio de la revocatoria del mandato existe la 
posibilidad por parte del demos o pueblo de expresar directamente su 
opinión respecto a la gestión de funcionarios públicos, sin la 
intervención de representantes, por lo tanto, sin representación, 
aunque sin la interrelación cara a cara o la práctica de la discusión 
moral ideal al momento de tomar la decisión, pues, desde el punto de 
vista epistémico de la democracia, la opinión acerca de la 
permanencia o no de un funcionario de elección popular en su cargo 
se limita a la manifestación de un “„sí‟ o un „no‟”, sin una verdadera 
discusión donde se proponga, se opine, se dialogue, se discuta, se 
negocien, se acepten o rechacen posturas. Esto, debido a que las 
opiniones giran en torno a un asunto generalmente  elaborado  y  
presentado  de  antemano  por  otros,  sin  que  exista  la posibilidad 
de formular preguntas ni objeciones a quienes los plantean. Esto es 
así, puesto  que  la  decisión  de  someter  a  revocatoria  del  
mandato  a  un  funcionario  de elección popular, en un principio, no 
nace de la totalidad de los participantes, sino generalmente de un 
grupo reducido. En todo caso, no cabe duda que la revocatoria del 
mandato puede ser catalogada como un mecanismo de democracia 
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directa por el simple hecho de que el pueblo se manifiesta y decide 
directamente al respecto, sin intervención de representantes y sin 
representación de ningún tipo. 
 
2.2.1.5.1.1.1. La revocatoria del mandato y la posibilidad de su ejercicio bajo 
la noción amplia de democracia directa. 
La revocatoria del mandato, tal como está concebida actualmente, se 
subsume en la noción mínima de democracia directa, siendo al 
parecer imposible que pueda practicarse bajo las características de la 
noción amplia de ésta, pues, el número de ciudadanos impide que la 
decisión de cesar o no en el cargo a una autoridad de elección 
popular pueda efectuarse mediante una interacción cara a cara y a 
través del intercambio inmediato de ideas, opiniones, posturas, 
criterios, etc. Sin embargo, Nino manifiesta ciertas opiniones que 
permitirían sostener la posibilidad de que la revocatoria del mandato 
se efectúe bajo las características de la democracia directa de noción 
amplia; esto se colige cuando manifiesta lo siguiente: 
Creo que debemos asumir el riesgo, al menos en nuestra 
imaginación y tratar de acercarnos a la democracia directa. 
Parece bastante claro para mí que la forma más pura de 
democracia debería emerger del proceso de descentralización 
política que generaría unidades políticas suficientemente 
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pequeñas como para hacer posible un proceso de discusión 
cara a cara y de decisión colectiva. Esta propuesta no es de 
imposible realización, dado que hay muchos ejemplos actuales 
de democracias directas en ciudades y pequeños cantones, 
sobre todo en los Estados Unidos y Suiza. Más imposible 
resulta ser la idea que los asuntos políticos más importantes 
que encara una sociedad puedan decidirse a través de 
asambleas populares. Mi propuesta requeriría que temas tales 
como el aborto, los códigos penales, los impuestos, los 
servicios sociales, la educación y la protección policial puedan 
transferirse a nivel de estas unidades políticas más pequeñas, 
donde todos los afectados podrían realmente encontrarse y 
discutir estos asuntos. Ello daría lugar también a que existiera 
una mayor posibilidad de que la gente eligiese la comunidad 
política  a  la  cual  quiere  pertenecer. Por  supuesto  este  
nivel  de  descentralización  no  es suficiente  para  el  
funcionamiento  de  la  democracia  directa  dado  que  no  
llega  a  permitir discusiones cara a cara. Debemos aún decidir 
cómo es posible implementarlas tanto en unidades muy 





 Como se puede observar, este autor se refiere a la 
descentralización política como medio por el cual la democracia 
directa de noción amplia puede ser materializada. Dicho criterio 
puede servir de sostén para que la revocatoria del mandato se 
efectúe no solamente mediante la no intervención de representantes 
en la toma de decisiones, sino que éstas se elaboren mediante un 
proceso de interacción cara a cara entre los participantes. 
Efectivamente, dentro de circunscripciones territoriales o unidades 
políticas pequeñas, tanto la elección como la revocación de las 
autoridades o gobernantes, podría hacerse de manera directa, 
mediante un proceso de diálogo, intercambio de opiniones, 
argumentos y contrargumentos, proposiciones, discusión, 
negociación, respuestas, aceptación y rechazo de posturas, en 
definitiva, practicando la discusión moral ideal. 
 
 Debo señalar que esta posibilidad daría como consecuencia que 
las autoridades revocadas bajo este sistema sean únicamente las 
locales, pues es evidente que las autoridades nacionales –donde el 
número de participantes es enorme– no podrían ser revocadas bajo la 
noción amplia de democracia directa, sino bajo la noción mínima de 
ésta. En todo caso, como se verá más adelante, bajo la concepción 
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actual son sujetos de revocatoria todos y cada uno de los funcionarios 
públicos elegidos mediante procesos electorales. 
 
2.2.1.5.1.2.  Otros mecanismos de democracia directa. 
Además de la revocatoria del mandato, existen otros mecanismos de 
democracia directa a través de los cuales los ciudadanos pueden 
intervenir directamente, sin intermediarios, en la toma de decisiones 
sobre asuntos de interés público. Entre los más conocidos están: 
 La Asamblea 
Esta modalidad constituye el paradigma de la democracia directa, 
debido a que además de la toma directa de decisiones 
concernientes al gobierno, se produce una “inmediatez de 
interacciones”,  cara a cara. 
La Asamblea se practicó en Grecia, en la Atenas de Pericles, bajo 
el nombre de Ecclesia. Durante la Edad Media se efectuó de 
manera aislada en España donde hoy son los municipios de León 
y Castilla con el nombre de Consejos Abiertos y subsisten hasta 
nuestros días en pequeñas aldeas montañosas de León y Asturias 
(Hernández, 2006). Actualmente este mecanismo está previsto en 
las legislaciones de Guatemala, Costa Rica y en ciertos Estados 
de Venezuela y México. Cabe señalar que Colombia, en la 
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Constitución de 1991,  retoma  este  mecanismo  y  le  otorga  
jerarquía  constitucional (Hernández, 2006).   Se  la  práctica 
además, en determinadas localidades de Inglaterra en la 
denominada Parish meeting (reunión parroquial) y en algunas 
circunscripciones territoriales de Estados Unidos y Suiza. Sobre la 
Asamblea en Suiza, Albendea Pabón indica: 
 
Se la practica en algunos cantones suizos, donde anualmente 
se reúnen las comunidades de la tierra (lander-gemeinden) 
integradas por toda la población con exclusión de los menores 
de veinte años o de dieciocho en algunos cantones. Es una 
asamblea legislativa y de gobierno en la que se aprueba el 
presupuesto, se revisa la ejecución del ejercicio anterior, se 
provee los cargos vacantes, se votan las leyes pertinentes y se 
recibe el juramento a los nuevos magistrados. La reunión suele 
hacerse en una pradera o en una plaza pública. Los 
concurrentes no pasan de doce mil en el más importante de los 
condados (Albendea, 1997, p. 69). 
 
  El uso de este mecanismo responde a un proceso de 
raigambre histórica y de costumbres  de  determinados  pueblos y 
se  posibilita  por  el  carácter  relativamente pequeño de las 
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circunscripciones territoriales donde el número de participantes no 
es tan grande. 
 La Iniciativa Popular Legislativa 
Es la posibilidad que tienen los ciudadanos que conforman el 
cuerpo electoral de presentar al legislativo proyectos de  
naturaleza constitucional o legal, ya sea reformando, derogando o 
creando nuevas normas. Félix R. Loñ y Augusto M. Morello 
conceptualizan a la iniciativa popular como: 
El ejercicio de una función pública no estatal de 
naturaleza prelegislativa que configura una forma de 
peticionar a las autoridades consistente en presentar 
ante ellas un proyecto de ley para lograr la sanción, 
modificación o derogación de una norma jurídica, 
pudiendo comprender la reforma de la Constitución, con 
el objeto de lograr su tratamiento por la Legislatura la 
que podrá expedirse, rechazando, aprobando o 
modificando la iniciativa o elaborando un contraproyecto 
(Loñ y Augusto, 2003, p. 720). 
 
 La iniciativa puede ser simple o formulada. Cuando es simple 
el cuerpo electoral o una fracción de éste, se limita a exigir que se 
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legisle sobre tal o cual materia; cuando es formulada, se presenta 
un proyecto articulado listo para ser tratado por la legislatura. 
  
  No todas las materias son susceptibles de la iniciativa: son las 
propias constituciones o generalmente las leyes, las que regulan y 
establecen sobre qué materias se pueden presentar iniciativas. Así 
por ejemplo, en el Ecuador no se pueden presentar iniciativas 
sobre materia penal o sobre materias que están reservadas al 
Presidente de la República. 
 Referéndum y Plebiscito 
Ambos conforman lo que en Ecuador se denomina   „consultas 
populares‟. No existe acuerdo general acerca de cuáles son las 
diferencias entre uno y otro. Se suele manifestar que el plebiscito 
es usado para consultar al pueblo sobre cuestiones de 
trascendencia nacional, asuntos gubernamentales y decisiones 
eminentemente políticas que bien podrían adquirir forma jurídica. 
El  referéndum se utiliza para la aprobación o rechazo de textos 
constitucionales o legales. Manuel García Pelayo establece las 
siguientes clases de referéndum: a) por su fundamento jurídico: 
referéndum obligatorio y facultativo, y b) por su eficacia jurídica: 
referéndum de ratificación o sanción y consultivo (García, 1999, p. 
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183).  Estos mecanismos son impulsados por el gobierno y 
decididos por el cuerpo electoral. 
 El Veto 
Consiste en la posibilidad que tiene el cuerpo electoral o una 
fracción de éste, para que, dentro de un plazo determinado y 
mediante votación popular, se decida sobre la permanencia o no 
de una ley vigente. “Se diferencia del referéndum facultativo en 
que allí  se  trata  de  un  proyecto  de  ley,  mientras  que  aquí  se  
refiere  a  una  ley  ya establecida” (García, 1999, p. 184). 
 La Apelación Popular de Sentencia 
Por medio de este instrumento el cuerpo electoral, mediante 
votación, puede pronunciarse   sobre   la   aceptación   o   el   
rechazo   de   una   ley   declarada   como inconstitucional por 
medio de una sentencia. Al respecto, Iván Escobar Fornos 
manifiesta: “Este sistema se acepta en Colorado (Estados Unidos) 
su Constitución dispone que el 5% de los inscritos en los comicios, 
tiene la facultad de pedir que se someta a referendo la ley que el 
Tribunal Supremo del Estado haya declarado inconstitucional [...] 
Fue patrocinado por Teodoro Roosevelt en la campaña 




2.2.1.5.2.  La revocatoria del mandato y la democracia representativa. 
La noción pura de la democracia representativa denominada también 
“indirecta” (Loñ y Morello, p. 714) y “limitada” (Ordóñez, p. 33),   no da 
cabida a la posibilidad de revocar el mandato a una autoridad de 
elección popular, pues este tipo de democracia se basa en la 
irrevocabilidad del mandato otorgado a los mandatarios y representantes 
electos por el cuerpo electoral, representantes que toman las decisiones 
acerca de la marcha de los asuntos políticos, públicos y de gobierno. La 
ficción básica a la que se acoge este tipo de democracia es que los 
representantes, una vez elegidos,  representan  a  la  nación  toda  y  no  
a  sus electores en   particular,   ante quienes tienen que actuar sin  
ningún   tipo   de consideraciones, razón por la cual su mandato no está 
sujeto a dictados de éstos, peor aún a revocación. 
 
A partir de la implantación de este tipo de democracia emerge la 
construcción filosófica jurídica de la representación política, la cual se 
materializa mediante sistemas de elecciones para “reclutar” personal que 
desempeñe el papel de representantes. La representación política y las 
elecciones son rasgos fundamentales que caracterizan a la democracia 
representativa desde su inicio hasta la actualidad, rasgos que permiten 
comprender la naturaleza a la cual responde la revocatoria del mandato, 
48 
 
pues la revocatoria del mandato necesita del concurso de estos 
elementos, sobre y a través de los cuales puede actuar. 
 
La  democracia  representativa  pura,  por  lo  tanto  la  noción  de  
representación política irrevocable, evidenció vicios y distorsiones que 
fueron debilitando este paradigma y quitando sustento a la 
irrevocabilidad del mandato. 
 
 Este encuentro pone en evidencia una paradoja, debido a que la 
revocatoria es un mecanismo por el cual existe la posibilidad de tomar 
decisiones de manera directa sin representantes y sin representación de 
ningún tipo; sin embargo, dicha decisión recae sobre la  manifestación 
material de la representación política: un  representante  de elección 
popular. 
 
 Si bien la representación política constituye el sustento material 
sobre el que actúa la revocatoria del mandato, eso no significa que la 
ausencia de dicho sustento material le quite sustento doctrinario y 
filosófico, debido a que la revocatoria del mandato, a pesar de actuar 
sobre manifestaciones de la democracia representativa, conserva su 
origen e inspiración teórica en los postulados de la democracia directa, 
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razón por la cual, cada una de éstas mantiene su individualidad formal y 
sustancial. 
 
 En definitiva, la revocatoria del mandato es un mecanismo que, 
inspirado en los postulados de democracia directa, actúa sobre 
instituciones de la democracia representativa, sin que exista confusión 
entre éstos. 
 
2.2.1.5.3. La revocatoria del mandato y la democracia semidirecta. 
Diversos autores y ordenamientos  jurídicos al referirse a la  revocatoria 
del mandato la califican como un mecanismo de democracia semidirecta 
(Molas, 1998, pp. 82). 
 
 Si nos remitimos a la semántica de estos términos, se puede colegir 
que la democracia semidirecta significa casi directa, por lo tanto, que 
reúne ciertos elementos de ésta pero no todos, ocupando un lugar 
intermedio entre la democracia directa y la representativa. Si se 
considera   la democracia directa como aquella donde se toman 
decisiones de manera directa sin representantes, la democracia 
semidirecta sería aquella donde se toman decisiones de manera más o 
menos directa, con o sin intervención de representantes. Es evidente que 
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la revocatoria del mandato no es un mecanismo de democracia 
semidirecta porque, simple y sencillamente, los postulados en que se 
inspira este mecanismo de participación popular permiten la intervención 
por parte del pueblo, de manera directa (no a medias) y sin 
representantes. Por ejemplo, una decisión se tomaría de manera 
semidirecta cuando el pueblo se manifieste afirmativamente sobre la 
cesación de un funcionario de elección popular, pero el cumplimiento de 
dicha cesación dependerá de la voluntad de un tercero o cuando el 
pueblo se manifieste sobre la salida de un funcionario, delegando la 
manifestación formal de su decisión a un representante. 
 
 Félix R. Loñ y Augusto M. Morillo, al referirse a la democracia 
semidirecta, manifiestan que: 
Los mecanismos que componen este tipo de democracia “se 
caracterizan porque el pueblo no decide directamente, aunque 
tiene una intervención primordial en las determinaciones que 
se vayan a tomar, la Consulta y la Revocatoria son las que más 
se aproximan a la Democracia Directa” (Loñ y Morello, p.718).  
La democracia semidirecta, antes que inspiradora de la 
revocatoria del mandato, podría considerarse como un tipo de 
democracia. Autores como Hernán Salgado Pesantes 
consideran que la democracia semidirecta es producto de la 
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inclusión de mecanismos de democracia directa en la 
democracia representativa. Él sostiene que luego de la 
Segunda Guerra Mundial los países desarrollados buscaron 
poner en práctica el sistema de democracia semidirecta 
mediante la introducción del mecanismo de democracia directa 
(consulta) en el sistema de gobierno representativo, a fin de 
acortar la brecha entre gobernantes y gobernados (Salgado, 
1996,   pp. 36 y s.). 
Si  la  democracia  semidirecta  es  concebida  como  un  
producto  resultante del encuentro de prácticas tanto de la 
democracia representativa como de la democracia directa,  la  
revocatoria  del  mandato  es uno de  aquellos mecanismos  de  
democracia directa  que actúa sobre la democracia 
representativa. 
  
La utilización del adjetivo semidirecta para referirse ya sea a 
una categoría específica de democracia o para calificar a 
determinados mecanismos de participación ciudadana, al 
parecer, es cuestión más doctrinaria que normativa ya que 
ninguno de los ordenamientos jurídicos constitucionales de los 
países que acogen la revocatoria del mandato utilizan el 
adjetivo al momento de determinar cuál es el tipo de 
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democracia que los rige, siendo preferido más bien el término 
„participativa‟. 
 
 Con lo expuesto, se puede manifestar que el adjetivo  „semidirecta‟ 
para denominar a la revocatoria del mandato no es preciso. Es más 
conveniente denominarlo como „mecanismo de democracia directa‟, 
principalmente si se toman en consideración los planteamientos que al 
respecto sostienen autores como Sartori y Nino (p. 23). 
 En todo caso, este tipo de denominaciones emergen,  precisamente,  
porque diversidad  de  mecanismos  de  participación  ciudadana  como  
la  revocatoria  del mandato han sido parte de un proceso sistemático y 
paulatino de acogida normativa y utilización práctica en diferentes países 
alrededor del mundo. 
 
2.2.1.5.4.  La revocatoria del mandato y la democracia participativa. 
Generalmente los ordenamientos jurídicos que reconocen el mecanismo 





 “La relación entre revocatoria del mandato y democracia 
participativa es tan clara que se suele tomar como sinónimos a la 
democracia directa con la participativa” (Orozco y Silva, 2002, p. 600). 
 
 Iván Vila Casado sostiene que “la democracia participativa, principio 
fundamental que constituye la superación de la democracia 
representativa, está asociada al Estado Social de Derecho, de la misma 
manera que la democracia representativa se identifica con el Estado 
Liberal de Derecho” (Vila, 2002, p. 402). 
 
 A diferencia de la democracia semidirecta, la democracia 
participativa no implica únicamente la simple cohabitación de las 
prácticas de la democracia representativa y de la democracia directa, 
sino la participación (“tomar parte”) de la manera más amplia posible por 
parte de los ciudadanos en los asuntos de interés general, fomentando 
las vías y los medios para convertir a los ciudadanos y sus grupos en 
agentes políticos directos. Esto hace que la democracia participativa se 
sustente en la incorporación de mecanismos a través de los cuales los 
ciudadanos tomen decisiones de manera directa. Uno de ellos es la 
revocatoria del mandato, consecuencia lógica de la soberanía radicada 
en el pueblo y, por lo tanto, del derecho de participación del ciudadano 
en el ejercicio del poder. La posibilidad de que la ciudadanía, a través de 
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la revocatoria del mandato, pueda “tomar parte” en la decisión acerca de 
la ratificación o cesación en el cargo a una autoridad de elección popular, 
se constituye en una práctica eminentemente democrática que apunta no 
al mero remozamiento de la democracia representativa, sino al 
fortalecimiento  y  construcción  de  un  nuevo  tipo  de  democracia  por  
la  cual  los ciudadanos participen como protagonistas. 
 
 Según el nuevo esquema filosófico,  el ciudadano ya no se limita a 
votar para la escogencia del gobernante y luego desaparecer durante 
todo el período que media entre cada elección (como en la democracia 
representativa), sino que en el transcurso de su gestión dicho 
gobernante puede ser cesado de su cargo antes de que cumpla el 
período para el que fue elegido. Esta posibilidad significa que el pueblo 
puede controlar y construir una relación de doble vía entre gobernantes y 
gobernados, rompiendo así con el alejamiento entre elector y elegido. 
 
 La revocatoria del mandato, por la naturaleza y tipo de decisiones 
que se toman en virtud de su ejercicio, incentiva la preocupación y el 
interés de la ciudadanía por los problemas colectivos y la respuesta por 
parte de los gobernantes, contribuyendo a la formación de unos 
ciudadanos capaces de interesarse de manera real en los procesos 
gubernamentales. Solo así se podrá tener una noción clara de cuál es el 
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desempeño de una autoridad de elección popular y, en consecuencia, 
poder decidir en el momento oportuno si un gobernante merece o no ser 
sujeto de este mecanismo. Efectivamente, es la necesaria cotidianidad 
de la relación gobernante y gobernado la que acerca y estrecha la 
relación entre la revocatoria del mandato y la democracia participativa. 
 
2.2.1.6. La revocatoria y la noción jurídico política de mandato y 
representación 
Para lograr un cabal entendimiento de la revocatoria del mandato y la 
naturaleza jurídica a la cual responde es necesario analizar las nociones 
tanto de mandato como de representación desde su significación 
eminentemente jurídica política. 
  
En el campo del Derecho, los conceptos de mandato y representación 
se circunscriben tanto en el ámbito del Derecho Privado, como en el ámbito 
del Derecho Público, específicamente en el político. Se advierte que el 
análisis debe girar principalmente alrededor del estudio de estos conceptos, 
tomando en consideración la concepción  del  derecho  político-
constitucional  y  no  la  concepción  ius  privatista- civilista. Esto no significa 
que la categoría privada del derecho no sea importante, sino que para este 
caso no es válida, como se demostrará más adelante. 
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2.2.1.6.1. El mandato y la representación desde el punto de vista del derecho 
político-constitucional. 
El término mandato proviene del latín mandatum. Este término evoca 
una orden (mandar). Cuando se habla de mandato confluye además el 
concepto de representación que etimológicamente proviene del latín 
representare. 
Desde el punto de vista del Derecho político-constitucional, mandato 
y representación   son   conceptos   de   difícil   definición,   oscuros   y   
plurales   en   su significación, debido a que ambos engloban diferentes 
enfoques de la representación, sea ésta simbólica, sociológica, 
escenográfica, así como la que comprende la sustitución de algo o 
alguien haciendo sus veces (Castell, p.1866). Sin embargo, hay que 
tratar de entenderlos pues son conceptos medulares que se hacen 
presentes en el análisis de la Ciencia Política en general y 
particularmente importantes al momento de analizar la naturaleza jurídica 
de la revocatoria del mandato. La cuestión se polemiza con la entrada en 
vigor del mandato representativo, puesto que “la edad moderna trastocó 
por completo la representación haciéndola cada vez más abstracta” 
(Rivero, p. 216) y, por lo tanto, complicando el entendimiento acerca  de  




La representación política es ejercida por los representantes, 
quienes en la actualidad son elegidos mediante procesos electorales 
caracterizados por la participación popular. 
 
El mandato y la representación política son construcciones teórico 
doctrinarias características de la democracia representativa, la misma 
que emergió como medio para materializar el gobierno y organización de 
la sociedad. Muchos son los autores que sostienen que, ante la 
imposibilidad de que se pueda ejercer la democracia directa, se hizo  
necesaria  la  representación  política,  para  hacer  posible  la  toma  
efectiva  dedecisiones acerca del gobierno y los asuntos de interés 
general (Sartori, pp. 140 y ss). 
 
2.2.1.6.2. Mandato y representación jurídico-política a través del tiempo. 
2.2.1.6.2.1. La representación política y el mandato imperativo medieval 
como antecedente de la revocatoria del mandato. 
En la época medieval se configura un mandato y representación 
“político imperativo”, por lo tanto, revocable. 
Según José Luis García Guerrero, el concepto de representación 
política tiene algún antecedente en la Antigüedad, pero no aparece 
propiamente hasta la época medieval (García, 2000, p. 572). Durante 
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la Edad Media, la participación política giraba alrededor del monarca, 
en quien radicaba la soberanía, la cual tenía un origen divino. Dicha 
participación estaba reservada única y exclusivamente a los 
propietarios de tierras y riquezas, quienes en un primer momento 
estaban constituidos por la nobleza y el clero. Luego, mediante un 
proceso de adquisición de tierras y riquezas, la burguesía adquiere 
calidad patrimonial y logra derecho de participación y representación 
ante el monarca, como contraprestación a los impuestos que se les 
reclamaban, pudiendo así incorporar a representantes de burgos y 
condados. 
 
 Se trata de una sociedad estamental feudal donde no existe la 
figura del Estado- nación tal como hoy se la conoce. La relación de 
los estamentos entre sí y de éstos frente al rey, se efectuó mediante 
representantes de estos sectores, quienes actuaban en sustitución, 
por nombre y cuenta del representado, sin iniciativa de ninguna clase, 
con la finalidad de arrancar dádivas del monarca y evitar que se les 
inculque cualquier tipo de cargas. Por ejemplo, los representantes de 
los burgos tenían como mandato u obligación  eludir  el  pago  de  
nuevos  impuestos.  En  definitiva,  dicha  interrelación política se 
ejerció bajo características análogas al mandato del Derecho Privado, 
por el cual “el mandante o representado ordenaba al mandatario o 
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representante un comportamiento político ajustado a las instrucciones 
que se le entregaba y se reservaba el poder de revocarlo en cualquier 
momento.” (Torres, p. 345). 
 
 Dicha representación se materializaba en las denominadas 
„asambleas estamentales‟, que aparecen en el Reino Unido en el siglo 
XIII  y en Francia durante el siglo XIV. Dichas asambleas constituyen 
el antecedente más claro y el origen de la representación política. La 
representación de los burgos en las asambleas estamentales no 
aparecía ligada a la elección, aunque con el transcurso del tiempo la 
elección se fue imponiendo (García, p. 572).  
 
José Luis García Guerrero, en cuanto a las asambleas estamentales, 
manifiesta: 
No participan en la función de gobierno se limitan a colaborar, a 
transmitir peticiones y a buscar soluciones para evitar la 
introducción de nuevas cargas económicas [...] en las 
asambleas estamentales no se deliberaba, se votaba, por ello 
los habitantes de las ciudades enviaban a sus representantes  
con  un  «cuaderno  de  instrucciones»  en  el  que  se  
indicaba  cual  debía  ser  su actuación en la asamblea y muy 
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especialmente a la hora de votar nuevas contribuciones 
económicas. Si la asamblea estamental afrontaba alguna 
cuestión no prevista en el cuaderno de instrucciones, la 
reunión debía suspenderse y el representante retornar a su 
Burgo en busca de nuevas instrucciones. Además, eran 
responsables de sus actuaciones ante sus representados y 
éstos tenían el poder de revocar su nombramiento y sustituirlo 
por otro (García, p. 572). 
 
 A pesar de que el mandato que recibían los representantes de 
los estamentos tenía características asimilables a las del mandato 
civil, su connotación rebasaba la esfera de lo privado porque las 
relaciones que existían entre los estamentos frente al rey y las 
decisiones a tomarse eran políticas. 
 
2.2.1.6.3. La representación política moderna y el mandato irrevocable. 
La representación política moderna se caracteriza por el denominado 
mandato representativo irrevocable que hace relación con la prohibición 
de las instrucciones y de la revocación hacia los representantes y que, 
por lo tanto, es la contraparte del mandato y representación político-
imperativa. El  mandato  representativo irrevocable fue una construcción 
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teórica europea impulsada por los burgueses como medio de combate 
político ante las fuerzas de la nobleza y el clero, en la coyuntura de la 
caída de los regímenes monárquico-absolutistas. Sobre el mandato 
representativo, Torres del Moral dice: 
Las circunstancias históricas lo hacían recomendables a los 
sectores burgueses inquietos a fines del siglo XVIII. Lo que 
éstos pretendían era independizar a los diputados de las 
presiones locales (que indefectiblemente eran presiones de 
la nobleza y el clero, esto es, de los estamentos privilegiados 
contra los que combatía la burguesía) intentaban lograr un 
parlamento fuerte precisamente frente a estos estamentos y 
frente al Rey. Por eso fueron prohibidas primero las 
instrucciones y más tarde la revocación (Torres, p. 348). 
En este sentido, el mandato representativo irrevocable se constituye en 
causa y consecuencia de la denominada „democracia representativa‟, 
cuyos hitos de inicio son las Revoluciones Americana y francesa. 
Torres del Moral enseña que hay algunos leves antecedentes del 
mandato representativo a finales del siglo XV, pero que salvo en 
Inglaterra la evolución política durante los siglos posteriores fue poco 
favorable a su consolidación y que, como muestra, basta recordar que 
los Estados Generales no se reunieron en Francia desde 1614 hasta 




En Inglaterra el tránsito del mandato imperativo al mandato 
representativo se da mediante un proceso “consuetudinario” (García, p. 
577),  que va desde el siglo XVI, cuando las Asambleas Estamentales 
evolucionan hacia el Parlamento, que es el producto de la alianza entre 
la nobleza y la burguesía que tratan de igualar el poder del rey, pasando 
por el siglo XVII cuando el Parlamento se fortalece aún más, hasta el 
siglo XVIII cuando se le da al parlamento el carácter de nacional y 
libertad para actuar. 
 
Biscarreti di Ruffia (Loñ, p. 700),  haciendo alusión a la estructura y 
funcionamiento de la Cámara de los Comunes a fines del siglo XVIII, 
manifiesta que ésta se asentaba sobre dos principios básicos: a) los 
diputados representaban a todo el Pueblo y no solo a las 
circunscripciones  por  las  que  fueran  elegidos,  y  b)  no  podían  
recibir  mandato imperativo, gozando de plena libertad de acción. 
 
En Francia, el tránsito del mandato imperativo al representativo se 
produce: a) por una concesión del monarca, y   b) por efecto de la 
revolución burguesa. Luis XVI, mediante el reglamento de elecciones de 
los Estados Generales dictado el 27 de diciembre de 1788, ordena que 
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las decisiones de los representantes sean generales, sin que existan 
instrucciones de ninguna clase y sin posibilidad de revocación. 
 
Luego de un corto lapso, el 17 de junio de 1789, la burguesía, se 
autoproclamó como Asamblea Nacional y luego, el 22 de diciembre del 
mismo año, dictan una ley en la que se declaró que los representantes lo 
son de la nación entera y no de sus localidades y departamentos. De 
esta forma se implantó el mandato representativo, por el  cual  los  
representantes  tienen  libertad  general  en  la  toma  de  decisiones  y  
no responden ante las instrucciones de sus representados, 
consecuentemente, sin que se pueda revocar dicho mandato. 
 
El mandato representativo irrevocable se sustenta principalmente en 
las teorías de la soberanía nacional que, bajo la ficción de la nación 
entendida como un ente abstracto de naturaleza amplia (conjunto de las 
generaciones pasadas, presentes y futuras, la cultura, los sentimientos y 
los intereses colectivos) y la necesidad de abogar por su unidad  política  
suprema,  permite  a  la  burguesía  desechar  el  mandato  imperativo 
medieval (obsoleto e inservible para el nuevo régimen y las intenciones 
burguesas de afianzarse en el poder), consolidar sus posiciones, 
defender el poder arrebatado a la monarquía así como protegerse del 
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acecho de la nobleza y el clero y, además, no perderlo a favor de las 
clases desfavorecidas que fueron mayoritarias (Torres, pp. 340 y ss). 
 
 La democracia del mandato representativo irrevocable que se 
instaura a fines del siglo XVIII y se extiende a lo largo del XIX y gran 
parte del XX (siglo en el que este paradigma comienza a debilitarse) 
tiene una característica clave: la elección de representantes por parte de 
los ciudadanos, quienes ejercen su derecho de elegir y ser elegidos, más 
dichos ciudadanos no contaban con el derecho de dejar sin efecto dicha 
elección, pues este período de la democracia liberal calificado por 
Naranjo Mesa como “democracia formal, restringida o burguesa” 
(Naranjo, p. 342), se caracterizaba por el hecho de que, una vez 
ejecutado el acto de la elección, los electores perdían contacto con los 
elegidos, quienes toman decisiones por ellos mismos, sin ningún tipo de 
consideración o consulta ni responsabilidad hacia los electores. Por lo 
tanto, en esta etapa no existe la posibilidad de revocar el mandato a los 
representantes, hecho que se sustenta en la construcción teórica,  según  
la  cual  los  representantes  “son  de  la  nación  toda  y  no  de  la 
circunscripción a la que pertenecen”, así como que “el pueblo no delibera 
ni gobierna, sino por medio de sus representantes”   Cabe manifestar 
que dichas máximas dicen relación básicamente con representantes del 
pueblo en el Parlamento, es decir los representantes políticos por 
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antonomasia según la democracia decimonónica. En la 
contemporaneidad política la categoría de mandatario político no recae 
exclusivamente en los representantes en el Parlamento, sino en todos y 
cada uno de los representantes elegidos básicamente por medio de 
votación popular. Durante el siglo XX, en un inicio los representantes 
políticos elegidos por votación popular (que no únicamente los 
representantes en el legislativo) gozaron de la irrevocabilidad de su 
mandato, cuestión que se ve afectada, cuando en diferentes 
ordenamientos alrededor del mundo, se establece  la  posibilidad  de  
que  los  electores  puedan  dejar  sin  efecto  el  mandato conferido 
mediante voto popular, con la finalidad de corregir el alejamiento entre 
elegidos y electores. 
 
2.2.1.6.4. El mandato y la representación política inspirados en la doctrina 
rousseauneana de la soberanía popular. 
El mandato y la representación política popular se caracterizan por ser 
eminentemente  revocables.  Dicha  característica  se  explica  por  la  
fundamentación teórico-doctrinaria en la que se origina. En el ocaso del 
siglo XVIII e inicios del XIX, caído   el   régimen   feudal   monárquico 
estamental, como consecuencia  de  la independencia hacia la corona 
Inglesa, destrucción de la monarquía absoluta francesa y la Revolución 
Americana, durante el proceso de construcción del sustento teórico y un 
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nuevo sistema de organización política y de gobierno para el régimen 
naciente, la democracia representativa no fue la única disponible, pues 
existió otra alternativa: la democracia directa. En aquella época se 
produjo una confrontación entre los postulados de estos modelos. Al 
respecto, Javier Pérez Royo manifiesta: 
Debido a su reducida dimensión y al poco tiempo de vida, la 
democracia ateniense tuvo escasa influencia en la democracia 
de los Estados constitucionales modernos, la reflexión relevante 
sobre la democracia directa se produce con la Revolución 
Francesa. La alternativa entre la democracia directa y la 
representativa fue objeto de acalorado debate central que se 
planteó en la Asamblea de 1789 y 1791 y en la Convención en 
1792, 1793 y 1795. Rousseau inspiraba la democracia directa y 
Montesquieu defendía la democracia representativa (Pérez, p. 
131). 
 
 Un defensor de los postulados de la democracia directa fue 
Rousseau, quien alentó su implantación, razón por la que estableció 
como unidad alternativa a la soberanía del monarca, la unidad del pueblo 
como detentador de dicha soberanía. Rousseau sostiene que como 
todos los hombres nacen libres e iguales, ninguno ni siquiera el monarca, 
tiene el derecho a mandar sobre los demás, por lo que solo podrá 
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mandar  el  conjunto de  todos  los  hombres,  es  decir,  el  pueblo.  Se  
establece  así  el principio  de  la  “soberanía  popular”  la  que  pertenece  
a  todos  y  cada  uno  de  los integrantes  del  pueblo,  quienes  ejercen  
una  porción  proporcional  de  ésta  y  de  ahí deviene  la  necesidad  de  
la  democracia  directa  o  sin  representantes,  como  forma adecuada 
de ejercerla. Rousseau dice: “La soberanía no puede ser representada 
por la misma razón que no puede ser enajenada; consiste esencialmente 
en la voluntad general y la voluntad general no se representa: es ella 
misma o es otra, no hay término medio.” (Jacques,1823, p. 180). 
 
 Diversos autores manifiestan que, ante la imposibilidad de la 
democracia directa y, por lo tanto, la necesidad de la representación 
política, Rousseau admitió como mal menor que cada  hombre   ejercite 
su porción de soberanía, eligiendo  a unos representantes que gobiernen 
por y para los representados en el Parlamento. Él manifiesta: “los 
diputados del pueblo no son ni deben ser representantes; no son más 
que comisarios, no pueden decidir nada. Toda ley que el pueblo en 
persona no ha ratificado es nula; no es una ley.” (García, p. 176). 
 Se evidencia que Rousseau defiende un tipo de mandato político 
imperativo, por tal motivo, revocable, es decir, las autoridades deben 
cumplir con las instrucciones y aspiraciones del pueblo, en  
consecuencia  materializar  la  voluntad  general. Según Lijphart    la  
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revocatoria  (llamada  por  él  como  „destitución‟) permite  resolver  un 
problema que Rousseau encontraba en las democracias representativas: 
que los representantes, una vez elegidos, no podían seguir siendo 
controlados por los votantes. 
 
 La revocatoria del mandato en cierta medida subsana esta dificultad 
al permitir a cierto número de votantes insatisfechos con su 
representante reclamar elecciones especiales en las que pueda ser 
cesado (Lijphart, 1984). 
 
2.2.1.7. Mandato programático y revocatorio del mandato. 
El mandato programático es un producto evolutivo del mandato popular 
inspirado en la doctrina de Rousseau. Este tipo de mandato político se 
hace presente en el proceso de consolidación de la democracia 
participativa desde el paradigma de la globalización y la crisis de la 
unidad política Estado nación. El mandato programático evoca la 
obligación que tienen los funcionarios de elección popular de cumplir con 
el programa de propuestas presentado en el proceso electoral previo a 
su elección; en este sentido, el electorado  vota  a  favor  no  únicamente  





 Mediante el mandato programático se establece un nexo de 
responsabilidad entre gobernantes y gobernados, pues el funcionario de 
elección popular que no cumpla a cabalidad el programa de propuestas 
sobre el cual giró el proceso previo a su elección, puede  ser  sujeto  de  
revocatoria  de  su  mandato.  El  incumplimiento  del  programa equivale 
al quebrantamiento del mandato, circunstancia que da lugar a que su 
elección pueda ser revocada por decisión popular, en este sentido, 
candidato y programa político forman una unidad, en principio 
indisoluble. 
 
 El mandato programático se basa en la concepción deliberativa de la 
democracia. Al respecto Nino indica lo siguiente: 
Desde el punto de vista de la concepción deliberativa de la 
democracia epistémica, la representación es vista como un mal 
necesario, dados el tamaño de las comunidades políticas 
modernas, la escasez de tiempo con que cuentan los 
ciudadanos para dedicarse a los asuntos públicos y la 
complejidad de muchas decisiones. El modo más generoso de 
concebir a la representación bajo la visión epistémica de la 
democracia consistiría en entenderla como una delegación para 
poder continuar la deliberación que ha tenido lugar entre los 
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ciudadanos antes de que los representantes hayan sido electos. 
La discusión debería continuarse sobre la base de las 
plataformas aprobadas por los electores cuando eligieron a sus 
representantes (Nino, pp. 236 y s). 
 
 La institucionalización de las plataformas de acción o programas de 
gobierno consolidan el proceso de lucha contra la demagogia y 
corrupción, debido a que el candidato está en la obligación ineludible de 
presentar planes y proyectos viables, pues lo contrario podría 
desembocar en el incumplimiento, hecho que derivaría en la revocación 
del mandato que se le otorgó. 
 
 El mandato programático permite individualizar las acciones que 
está obligado a cumplir el mandatario, sin que esto signifique que esté 
impedido de desplegar otras, siempre que ellas signifiquen beneficio 
para los gobernados, de tal manera que se materialice la voluntad 
general. En este sentido, el programa de gobierno constituye el 
parámetro para medir la actuación del gobernante y establecer la 




2.2.1.8. Diferenciación de los diversos mandatos político-imperativos que 
han emergido a través del tiempo. 
De los mandatos políticos que han emergido a través del tiempo, tres 
recaen sobre relaciones de índole política y tienen el carácter de 
imperativo y por lo tanto revocable, estos son: el mandato político 
medieval, el popular rousseauneano y el programático. Prescindimos del 
mandato político representativo, pues al ser irrevocable, se constituye en 
el antónimo de los anteriores y su diferencia se entiende de antemano. 
 
 A pesar del carácter revocable de estos mandatos políticos, no se 
debe perder de vista que cada uno cuenta con sus particularidades, 
existiendo diferencia principalmente entre el mandato imperativo 
medieval y el popular de inspiración rousseauneana. El mandato 
programático más que ser una nueva especie, se constituye en una 








2.2.1.8.1.  Diferencias entre el mandato imperativo medieval y el mandato 
imperativo popular. 
Diferencias Mandato          imperativo 
medieval 
Mandato          imperativo 
popular 
a)      Ámbitos      témporo- 
espaciales      y      jurídico- 
políticos en los que actúan 
-Régimen        monárquico- 
feudal,   Estado-nación   no 
configurado. 
-Continente europeo. 
-Noción  de  representación 
política en configuración. 
-Régimen   de   democracia 





-Noción  de  representación 
política más configurada. 
b)  Naturaleza  jurídica  de -Sujetos  no  investidos  de -Sujetos     investidos     de 
los  sujetos  a  los  que  se 
aplican 
autoridad, no gobernantes. 
-Designación de naturaleza 
nominativa unilateral, sin 
ningún proceso electoral 
para su designación. 
autoridad, gobernantes. 
-Designación mediante 
procesos electorales en los 
que participa el pueblo 
emitiendo su voto. 
c) Tipo de imperativo que 
cada  uno  de  estos 
mandatos impone a sus 
mandatarios 
Órdenes             específicas 
(cuaderno de instrucciones) 
obtención de dádivas y 
evitar  imposiciones  del 
Rey, defensa de intereses 
particulares y de grupo, 
dentro de una dinámica de 
relaciones  de  índole 
política. 




representante podrá actuar 
libremente satisfacción de 
las necesidades básicas del 
pueblo y cumplimiento de 
la voluntad general. 
d)     Procedimientos     que 
utilizan para nombrar y 
revocar  a  los 
representantes. 
Otorgado y revocado, con 
métodos cuya naturaleza 
difiere de un proceso 
electoral tal como hoy se lo 
conoce, basándose en el 
arbitrio o manifestación de 
la voluntad individual o de 
grupos reducidos, con o sin 
causa como si se tratara de 
un contrato civil. 
Otorgado  y  revocado  por 
parte del pueblo, mediante 
procesos electorales y por 
causas predeterminadas y 
justificadas. 
 
 Considerando las diversas nociones de mandato y representación 
analizadas hasta ahora (mandato y representación política medieval, 
mandato y representación política moderna,  mandato  y  representación  de 
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inspiración rousseauneana,  mandato programático y mandato y 
representación civil) se puede manifestar que la revocatoria del mandato 
encuentra su sustento básico en la doctrina de Rousseau, por lo tanto, en el 
mandato imperativo popular. Juan De Stéfano, refiriéndose al mandato 
político, sostiene lo siguiente: 
La institución del mandato político hace conocer la relación que 
el diputado y el senador tienen con el pueblo, con el partido 
político y con el Estado […] Para explicar la naturaleza jurídica 
de esta figura se han formulado: 1) la doctrina que configura el 
mandato político como una relación entre el pueblo y el diputado 
o el senador (doctrina tradicional); 2) la doctrina que lo configura 
como una relación del diputado y el senador con el partido 
político; 3) la doctrina que no establece  ninguna  relación  por  
cuanto  califica  al  diputado  y  al  senador  como  órganos  del 
Estado (Stéfano,  1990, p. 21). 
 
 De estas tres doctrinas, la pertinente para explicar la naturaleza jurídica 
de la revocatoria del mandato sería la primera, empero, cabe agregar que la 
relación del pueblo no se da únicamente con los diputados y senadores, 
sino con todos los representantes políticos de índole electiva, es decir, 
investidos de autoridad mediante sufragio  popular.  De  esta  manera,  no  
cabe  duda  que  las  doctrinas  y  teorías  de  la soberanía popular son las 
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que sustentan la revocatoria del mandato, pues en este caso el mandato y la 
representación política tienen un carácter eminentemente imperativo e 
implican una relación directa entre los gobernantes como mandatarios 
políticos y el pueblo como mandante; en definitiva, el pueblo otorga y retira 
el mandato. 
 
Según Ángel Rivero, uno de los problemas fundamentales que giran 
alrededor del concepto de la representación política es el de la discusión 
acerca de la correcta relación entre gobernantes y gobernados (Rivero, 
1996, pp. 100-101). Birch establece tres aspectos sobre los que giran las 
disputas principales referidas a la representación en los parlamentos 
(disputas que se evidencian además en otros órganos de representación 
política). Los aspectos aludidos son: a) qué y quién ha de estar 
representado,  b) cómo se eligen los representantes,  c) cómo han de 
comportarse los representantes (Birch, 1993, pp. 69-70). 
Si  se considera que la revocatoria del mandato se sustenta en el 
principio de la soberanía popular, se puede manifestar que quien ha de estar 
representado es simple y sencillamente el pueblo (no los partidos políticos, 
el Estado u otras entidades). Los representantes se eligen por voto popular 
mediante métodos que privilegien la manifestación más fidedigna de la 
composición del pueblo y estos deberán comportarse de acuerdo a la 




2.2.2. El mandato político revocatorio y el rol de los partidos. 
Se encuentra claramente establecido que el mandato político que sustenta a 
la revocatoria del mandato implica una relación causa consecuencia entre 
gobernantes y gobernados, entre el pueblo y mandatarios políticos. La 
doctrina de la soberanía popular se impone en el sentido de que el pueblo 
es el origen y el fin del poder político. Sin embargo, en esta relación, los 
partidos políticos juegan un papel importante ya que actúan como una 
correa de transmisión entre ambos (Loñ y Augusto, p. 757). La intervención 
de los partidos políticos no distorsiona la esencia del mandato político 
revocatorio, pues el rol que desempeñan se circunscribe a la elaboración de 
los programas políticos y la puesta en escena de los actores que lo 
ejecutarán. De acuerdo con esta dinámica, es el pueblo el que elige tanto el 
programa político como los actores materializadores del mismo o, en su 
defecto, los deja sin efecto. 
  
 Doctrinariamente, los partidos políticos elaboran la opinión pública 
sobre la política, convirtiendo tendencias vagas, instintivas y variadas en 
grandes síntesis generalizadoras (Loñ y Augusto, p. 757),  que se expresan 
en tendencias ideológicas y programáticas. De esta forma, los programas e 
ideas presentadas por quien aspire a un cargo de elección popular son 
resultado de la actividad positiva de los partidos políticos. Así, la intervención 
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de los partidos políticos no interfiere negativamente en el sustento 
doctrinario de la revocatoria del mandato. La cuestión se complica cuando 
se concibe al partido político como titular del cargo ocupado por un 
ciudadano perteneciente a sus filas, desplazando la titularidad ejercida por el 
pueblo como el caso de Panamá.116  De acuerdo  a  esta  concepción  el  
partido  político  puede  dejar  sin  efecto  el  mandato conferido por el 
pueblo a una autoridad. Esta posibilidad se presentaría básicamente en la 
dinámica de las funciones legislativas, como al parecer es el caso de 
Ecuador,117 donde la posibilidad que otorga el Código de Ética de la 
Legislatura de expulsar a un diputado por desacato a las resoluciones del 
partido político hacen suponer que las bancas   no   pertenecen   ni   al   
pueblo,   ni   al   diputado   sino   al   partido   político correspondiente. Esta 
suposición no tiene fundamento, pues desde el punto de vista teórico y 
dogmático, la soberanía radica en el pueblo y no en los partidos políticos, los 
que se limitan a presentar los programas políticos y los individuos que los 
ponen en marcha, quienes son elegidos por el soberano. Esta razón es 
suficiente para sustentar la pertenencia del cargo de elección popular al 
pueblo, no solo en el Ecuador sino en la mayoría de las democracias 
constitucionales occidentales. En el caso ecuatoriano este hecho  se  
confirma  cuando  mediante  norma  constitucional  se  reconoce  de  
manera expresa al pueblo la posibilidad de revocar el mandato a los 
diputados.  Frente a la antinomia entre lo establecido en el Código de Ética y 
la Constitución, prevalece ésta. 
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2.2.3. La revocatoria en el Perú 
2.2.3.1. Antecedentes constitucionales de la revocatoria en el Perú 
Si bien la revocatoria, como otras figuras constitucionales de similar 
naturaleza, fueron incorporadas expresamente en la Constitución 
peruana recién con la promulgación de la Carta Política de 1993, se 
desarrolla la ley. No podemos dejar de mencionar el tenor del artículo 64 
de la Constitución de 1979 que a la letra señalaba lo siguiente: “Los 
ciudadanos tienen el derecho de participar en los asuntos públicos, 
directamente o por medio de representantes libremente elegidos en 
comicios periódicos y de acuerdo con las condiciones determinadas por 
ley”. En tal sentido, podemos afirmar que la actual Constitución (Lo 
veremos a continuación) amplia el alcance de la regulación que la 
Constitución de 1979 estableció en materia de participación política 
ciudadana (Rodríguez, 2011). 
 
 Según lo refiere Tuesta Soldevilla (La República, 9 de marzo del 
2013). El mecanismo de revocatoria se introduce, por primera vez en 
nuestro marco constitucional, en 1993, junto con otras figuras como el 




 Detalla que, el llamado Congreso Constituyente Democrático (CCD), 
que tenía 80 miembros, estaba integrado por Cambio 90/NM, con 44 
escaños, seguido del PPC con 15, el FIM con 7, Renovación con 6, MDI 
(El único grupo de izquierda) y el CODE con 4, el Frenatraca con 3, 
FREPAP con 2 y el MIA, como el SODE, con uno cada uno. Es decir, el 
fujimorismo tenía mayoría absoluta. No participaron en la elección, por 
oponerse al gobierno de Alberto Fujimori, luego del golpe del 5 de abril 
de 1992, el APRA, AP e Izquierda Unida. 
 
 En el momento de discutir el artículo 31, en la parte concerniente a 
la revocatoria, confluyeron las posturas del fujimorismo (Cambio 90/NM), 
con su crítica a las instituciones y a los partidos políticos, el MDI bajo la 
idea de la insuficiencia de la democracia representativa, que debía ser 
compensada con mecanismos de democracia directa. Desde fuera, el 
Instituto Libertad y Democracia, con Hernando de Soto, asesor del 
gobierno en esa etapa, se sumó a la propuesta. El artículo fue aprobado 
con 56 votos a favor y 11 en contra. Entre los que se opusieron 
estuvieron Lourdes Flores (PPC), José Barba Caballero (CODE), 
Francisco Tudela (Renovación) y Roger Cáceres Velásquez (FNTC). 
 
 A los pocos meses de promulgada la Constitución, en 1994, en la 
Comisión de Constitución, los congresistas José Gustavo García 
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Mundaca (MIA), Barba Caballero (CODE), y Roger Cáceres Velásquez 
(FNTC), estos dos últimos opuestos a la revocatoria, hacen suyo un 
proyecto de ley, preparado por la ONG “Centro de Estudios 
Parlamentarios y Sociedad” (CEPYS), fundada tres años antes y dirigida 
por Raúl Alcántara, Gustavo Gallo Cortés y Jorge Campana Ríos, que es 
la base de la Ley. En base a esa propuesta, el MDI presentó otra y se 
recibió un documento de Francisco Miró Quesada Rada. 
  
Con el voto mayoritario del CCD, nació la Ley de los Derechos de 
Participación y Control Ciudadanos (26300), a la que se le han hecho 
tres modificaciones. 
  
Tuesta Soldevilla, agrega que de la revisión del Diario de Debates 
del Congreso Constituyente Democrático de 1993, puede llegar a la 
conclusión de que fueron los sectores de izquierda los que con mayor 
fervor y convicción defendieron la tesis bajo la cual era necesario contar 
con una figura como la revocatoria pues ello fortalecería la capacidad del 
pueblo para controlar la labor de sus autoridades. Seguramente, en 
aquellos años, nada les hacía presagiar, que luego de un tiempo, este 
mecanismo sería utilizado de manera irresponsable por quienes desde la 
posición de vencidos en las urnas querían revertir dicho resultado 
socavando los cimientos de la autoridad elegida desde el primer 
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momento el cual esta asumía su mandato. En todo caso, no resulta 
extraño que muchos de los que en el pasado defendieron a esta 
institución, ahora la critiquen, e incluso propugnen su modificación o 
derogación definitiva (RODRÍGUEZ, 2011). 
 
2.2.3.2.  Consultas de proceso de revocatoria en el Perú. 
Desde la dación de la Ley N°. 26300, en 1995, se han organizado siete 
Consultas de Proceso de Revocatoria  Concretamente en los años 1997, 
2001, 2004, 2005 (Fue en julio y octubre), 2008 y 2009. El proceso del 30 de 
setiembre de 2012 fue el octavo en su tipo. 
Así tenemos que desde 1997, año del primer proceso de CPR, ningún 
período municipal ha transcurrido sin que se dé una CPR; incluso la 
cantidad de estos procesos se ha ido incrementando en cada período 
municipal. 
 
Por otra parte, si analizamos los últimos cuatro períodos de mandato y 
sumamos el conjunto de consultas, tanto en el ámbito provincial como 




Respecto al ámbito local de gobierno, para el mandato 2003-2006 se 
registraron 104 kits vendidos para revocar autoridades a escala provincial y 
666 para autoridades distritales. Puno fue la región que presentó mayor 
número de kits adquiridos para revocar autoridades municipales 
provinciales, registrando un total de once (11) unidades; mientras que Lima 
presentó la mayor venta de kits para revocar autoridades distritales. 
  
2.2.3.3. Características de la revocatoria en el Perú 
Los rasgos principales que permiten describir dicha institución jurídica en 
el Perú son: 
 Es un derecho de corte constitucional, que asiste a todo 
ciudadano. Se fundamenta en la necesidad de controlar la 
representación política. 
 Busca retirar de sus funciones a la autoridad electa. 
 Los sujetos a los que se dirige son: autoridades regionales y 
municipales, así como jueces de paz, cuya elección sea popular. 
 Su promoción no requiere acreditación legal de los motivos que la 
inspiran: su legitimidad se encuentra en las firmas y en los votos 
que la iniciativa logré. 
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 Para su procedencia se requieren las firmas del 25% de los 
electores de determinada circunscripción, hasta un máximo de 400 
000 firmas. 
 No puede interponerse durante el primer ni el último año del 
mandato. 
 Dependiendo de los resultados del proceso, el Jurado Nacional de 
Elecciones reemplaza a la autoridad revocada o convoca a nueva 
elecciones. 
 
2.2.3.4. Experiencias  de la revocatoria en el Perú. 
Para el investigador Martín Soto Florián, en su artículo Revocatoria: 
orígenes, principios y experiencia comparada, los rasgos principales que 
permiten describir dicha institución jurídica en el Perú son: 
 Es un derecho de corte constitucional, que asiste a todo 
ciudadano. Se fundamenta en la necesidad de controlar la 
representación política. 
 Busca retirar de sus funciones a la autoridad electa. 
 Los sujetos a los que se dirige son: Autoridades regionales y 
municipales, así como jueces de paz, cuya elección sea popular. 
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 Su promoción no requiere acreditación legal de los motivos que la 
inspiran: su legitimidad se encuentra en las firmas y en los votos 
que la iniciativa logré. 
 Para su procedencia se requieren las firmas del 25% de los 
electores de determinada circunscripción, hasta un máximo de 
400 000 firmas. 
 No puede interponerse durante el primer ni el último año del 
mandato. 
 Dependiendo de los resultados del proceso, el Jurado Nacional de 
Elecciones reemplaza a la autoridad revocada o convoca a nueva 
elecciones. 
 
2.2.3.5. Procedimiento de la revocatoria en el Perú  
Pasos previos para la revocatoria: 
 Conforme a lo previsto por los artículos 6 y 22 de la Ley N°. 26300, 
el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC) verifica las 
firmas de la relación de adherentes de cada solicitud de revocatoria, 
emitiéndose en cada caso, la constancia que acredita que los 
promotores han cumplido con presentar las firmas válidas de no menos 
del 25% de electores de la jurisdicción de acuerdo a la Resolución N°. 
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258-2007-JNE, que establece los respectivos números equivalentes ha 
dicho porcentaje, calculados sobre la base del último padrón de electores 
aprobado para las elecciones regionales y municipales del año 2006. 
 
 Los promotores deben cumplir con precisar los nombres de las 
autoridades cuyo mandato ha de ser consultado y han fundamentado sus 
pedidos de revocatoria, los mismos que a tenor de lo dispuesto en el 
artículo 21 de la Ley N.° 26300, no son materia de probanza en este 
proceso de consulta popular; asimismo, de acuerdo a lo precisado por la 
Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE), en cada caso, las 
solicitudes de revocatoria cumplen con los requisitos formales de 
admisibilidad señalados en el artículo 4 de la ley citada. 
 En cumplimiento de lo previsto en la Ley de los Derechos de 
Participación y Control Ciudadanos, artículos 8 y 21, este último 
modificado por Ley N.° 29313, el Jurado Nacional de Elecciones debe 
admitir las solicitudes de revocatoria del mandato de autoridades 
municipales, que hayan sido presentadas ante la Oficina Nacional de 
Procesos Electorales y que cumplan con los requisitos formales, y 
convocar a consulta electoral dentro de los noventa días siguientes de 
solicitada formalmente, en el período de mandato, excluyendo al primer y 
último año de este, disposición que se tiene en cuenta considerando que 
el presente período de gobierno municipal abarca del año 2007 al 
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2010.El promotor. Es el ciudadano que adquiere el kit electoral y se 
compromete con el proceso de revocatoria. Autoridades sometidas a 
consulta. Son los sujetos a los que se dirige la solicitud, vale decir, 
autoridades regionales y municipales democráticamente electas 
(Alcaldes, presidentes regionales, regidores y consejeros regionales), así 
como jueces de paz, cuya elección sea popular. Son instituciones que 
también participan del proceso: RENIEC, ONPE y JNE. 
 
Para la realización de la consulta se requiere: 
 Presentar una solicitud ante la ONPE y reunir el 25% firmas de los 
electores de la circunscripción electoral, hasta un máximo de 400 
mil firmas. 
 Superar la verificación de autenticidad de las firmas recolectadas, 
ante el RENIEC. 
 Subsanar de ser el caso las observaciones planteadas por el 
RENIEC. 
Luego de ello, el JNE convocará a un proceso de consulta de revocatoria 
en un plazo de noventa días después de presentada la solicitud. El voto 




2.2.3.6. Oportunidad de petición: 
La oportunidad para presentar la petición de revocatoria se da luego de 
finalizado el primer año y antes de iniciar el último de la gestión de la 
autoridad que se desea someter a dicho procedimiento. 
 
Los plazos de mayor relevancia se encuentran previstos en el 
cronograma que el JNE publica con ocasión de este procedimiento. Al 
cierre del presente artículo, el JNE se encuentra ad portas de aprobar el 
padrón electoral remitido por el RENIEC. 
 
Las autoridades reemplazantes asumen funciones a partir del 
momento de la entrega de credenciales por parte del JNE, y por el 
tiempo que reste del mandato de la autoridad revocada. 
 Efectos: 
La autoridad sometida a consulta quedará revocada si la propuesta a 
favor de la revocatoria alcanza la mitad más uno de los votos válidos, 
siempre que hayan votado el 50% o más de electores hábiles en el 




Se realizarán nuevas elecciones cuando se revoque a más de un 
tercio (1/3) de los miembros del concejo municipal o del consejo regional. 
 
Para el caso de las regiones, al presidente revocado lo reemplaza el 
vicepresidente, al vicepresidente revocado lo reemplaza el consejero 
hábil de la lista a la que pertenece el revocado que resulte electo 
mediante votación de la mitad más uno del número legal de los 
consejeros. 
 
En los demás casos, la autoridad revocada será sustituida por su 
correspondiente accesitario. 
 
Las autoridades revocadas no pueden participar de las elecciones a 
que hubiere lugar para cubrir su vacancia. En las demás elecciones no 
tendrán impedimento alguno tras haber sido revocadas. 
 
Los promotores de aquel proceso de revocatoria que finalice con la 
salida de la autoridad sometida a consulta tienen el derecho a reclamar 




2.2.3.7. Proceso de revocatoria en la Región Puno  
La región Puno cuenta con trece Provincias y está ubicado en la parte 
sur del Perú originariamente mantiene las culturas quechua y aimara 
hablantes influye decididamente en los problemas de las necesidades 
inmediatas como los servicios básicos vías de comunicación y otros, 
razón por la cual cuando sus Autoridades no trabajan o no están 
preparados la población se organiza para la revocatoria y recurre a las 
instituciones tutelares como Autoridad en materia electoral  JNE y la 
ONPE no registra información detallada sobre las causales de solicitud 
de revocatoria, En la mayoría de solicitudes se considera como motivo 
de la revocatoria, el incumplimiento de gestión, malversación de fondos, 
sobrevaloración de obras, nepotismo, incumplimiento de promesas 
electorales e incapacidad de parte de los regidores para la fiscalización. 
Por ejemplo, en el caso de Vilque el año 2013 Fulgencio Marcelo 
Charca, promotor de la revocatoria del alcalde de Vilque, indicó: 
“Estamos promoviendo la revocatoria del alcalde por la sobrevaloración 
en los precios de las obras, ha recibido varias donaciones por el tema del 
friaje que no se han distribuido, además el alcalde no cumplió ninguna 





Asimismo, Rubén Ccori, promotor de la revocatoria del alcalde de 
Cuyo Cuyo, señaló: “Promovemos la revocatoria del alcalde porque ha 
sobrevalorado los precios en la compra de los insumes del programa 
Vaso de Leche, lo mismo pasa con los materiales de las obras y no está 
realizando una gestión en favor de la población”. 
 
Los fundamentos más recurrentes en las solicitudes de revocatoria 
son: 
Incapacidad de gestión, que figura en el 58.66% del total de 
solicitudes recibidas, seguida de malversación de fondos con el 
54.72  
 
2.2.3.7.1. Proceso de revocatorias  en  provincias y distritos de la Región 
Puno  
Por lo general, a nivel nacional, las consultas de revocatoria se han 
llevado a cabo en distritos y provincias muy pequeños: cerca del 90% de 
ellos, con menos de 5,000 electores. Las circunscripciones más grandes 
en las que se ha dado el proceso, no llegan a los 50,000 electores. La 
mayor parte de los distritos involucrados (Más del 45%), son tipificados 
como de extrema pobreza, subiendo la proporción a más de 85% si 




 En lo que concierne a nuestro estudio (Región de Puno) el siguiente 
cuadro nos muestras que de los 24 Distritos donde se convocó a 
consulta de revocatoria entre los años 2008-2009 y 2012-2013, veintiuno 
(21) de ellos poseen menos de cinco mil electores. 
 
 Lo que nos permite concluir, que la mayoría de los procesos de 
revocatoria se dan en las jurisdicciones donde es más fácil contar con el 
número de firmas requeridas.  
 
 Conceptualmente, la revocatoria está pensada como un mecanismo 
de control de los electores sobre las autoridades electas; esto es la 
posibilidad de un correctivo para la clase política. Sin embargo, en un 
escenario donde coexisten un sistema de partidos extremadamente 
débil, si no inexistente, una sociedad civil aún precaria y fuertemente 
fragmentada y un alto descrédito de la política, es sino más bien la 
expresión de pleitos pre-existentes que poco o nada tienen que ver con 
la calidad del ejercicio del gobierno local, antes que una sanción 
ciudadana a una “mala autoridad”, apareciendo como una salida a 
situaciones locales conflictivas, en un contexto de perversión del ejercicio 
y del propio sentido de lo público, como consecuencia de largos años de 
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violencia, autoritarismo y corrupción. Incluso, muchas veces la 
revocatoria termina siendo una manera de procesar conflictos que 
incluyen formas de irrupción violenta. 
  
 Por ejemplo la Defensoría del Pueblo ha reportado 78 conflictos 
sociales durante el mes de diciembre del 2007. De éstos, 27% se 
producen por cuestionamientos a autoridades municipales provinciales y 
distritales. En 31 casos, la población tomó el local de la institución 
cuestionada, en la mayoría de los casos la municipalidad. En 49 casos, 
se produjeron enfrentamientos, agresiones y retención de personas. 
 
 En el 2010, los departamentos que registraron mayor número de 
conflictos sociales son Ancash (32), Puno (31), Lima (28), Cusco (26), 
Cajamarca (24), y Piura (23). Subiendo la proporción a más de 85% si 
incluimos a los distritos catalogados como pobres.  
 
En lo que concierne a nuestro estudio (Región de Puno) el siguiente 
cuadro nos muestras que de los 24 Distritos donde se convocó a 
consulta de revocatoria entre los años 2008-2009 y 2012-2013, veintiuno 




Lo que nos permite concluir, que la mayoría de los procesos de 
revocatoria se dan en las jurisdicciones donde es más fácil contar con el 
número de firmas requeridas. 
 
2.2.3.7.2. La revocatoria refleja crisis y descredito de los partidos políticos en 
la Región Puno. 
Como se refleja en lo siguiente, el año 2009, el número de Procesos de 
Consulta Popular de Revocatoria por Región, Puno es la quinta región 
que registra mayor procesos de consulta (05). En comparación de sus 
similares de la zona Sur, como son Cusco (03), Arequipa (02), Moquegua 
(02) y Tacna (02). Lima es la Región que cuenta con la mayor cantidad 
de distritos convocados para la consulta de revocatorias. 
 
 Una muestra que confirma este panorama es lo que sucedió en las 
elecciones regionales 2010 donde la región de Puno, fue la región con 
mayor número de candidatos inscritos para presidente regional seguido 
de Ancash, con 20 y 19 candidatos, respectivamente. 
 
El panorama estudiado se refleja en los siguientes datos: 
93 
 
 El año 2012, fue donde se dio la mayor cantidad de consultas (09), 
seguido donde se dieron 08 consultas. El año 2013 fueron 
consultados 05 distritos. 
 Durante los años  2012-2013 No existe proceso de revocatoria 
para autoridades de Municipalidades Provinciales. 
 La mayor cantidad de Distritos convocados a consulta pertenecen 
a la zona norte de la región: 06 y 04 a la zona Sur. 
 La provincia con mayor número de consultas es Puno una por 
cada año (04). Seguido de la Provincia de Carabaya y Melgar que 
fueron consultados 03 veces. 
 Las provincias de Moho, San Antonio de Putina y San Román No 
registran procesos de consulta de revocatoria. 
 Los Distritos que más consultas registran son: Vilque (Puno) fue 
consultado dos veces (2008 y 2013). Coasa (Carabaya) fue 
consultados dos veces (2008 y 2012). Copani (Yunguyo) fue 
consultados dos veces (2008 y 2012). 
 Amantaní es uno de los distritos donde se ha registrado el mayor 
número de consultas populares de revocatoria, a la fecha suma 4 
procesos en los años 1997, 2001, 2004 y 2009, seguido de Copani y 
Crucero (3) y Tiquillaca (2). Mientras que el distrito de Vilque registra sólo 
un proceso de consulta popular en el 2008. El actual alcalde de esta 
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localidad fue quien promovió la revocatoria de la autoridad local en la 
gestión anterior. El proceso de revocatoria guarda una relación directa 
con la ejecución del gasto Presupuestal. 
 
2.2.3.7.3.  Nivel de ejecución presupuestal en los distritos donde se efectuó 
las consultas de revocatoria  
Los cuadros anteriores, nos demuestran que en la mayoría de los casos, 
los procesos de revocatoria, originan una merma en la ejecución del 
gasto, tal es el caso de lo que sucedió el año 2009, donde los Distritos 
consultados (2008) de Coasa y Umachiri, no superan el 50% del gasto 
presupuestal. 
 
 Ello se hace más evidente el año 2013 en el distrito de Santiago de 
Pupuja, Coasa, Crucero, Taraco, Cupi y Copani, que pasados los 
procesos de revocatoria (2012), no superan el 50% del gasto 
presupuestal. 
 
2.2.3.8. Consecuencias de  revocatoria en Puno 
En Puno es uno de los departamentos o regiones que presenta una 
situación crítica en lo que se refiere a sus indicadores sociales, como 
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podemos apreciar en el mapa social Puno tiene una incidencia de 
pobreza (60.8%) por encima del promedio nacional (34.8%). En cuanto a 
pobreza extrema, Puno es el sexto departamento con la mayor tasa en el 
país (27% de su población en esa condición). 
 
 Nótese que, las zonas pobres, son donde se han dado con mayor 
frecuencia las revocatorias, lo que nos demuestra que los procesos de 
revocatoria están ligados estrechamente a la insatisfacción de la 
población. Que muchas veces, equivocadamente, culpan de esos males 
a las autoridades locales.razon por la cual a través de esta tesis investigo 
este problema que se convierte en un problema social con los aportes 
que hago llegar servirá para que las futuras Autoridades vía electoral 
sepa la población escoger. Como también es culpa del liderazgo en la 
formación de profesionales en la región Puno quienes forman a estos 
profesionales son las universidades lo cual se debe recomendar mayor 
cuidado y exigencia en la formación profesional, así mismo tiene gran 
culpa de este falta de liderazgo los partidos políticos que prácticamente 
no tienen presencia y abrumaron los movimientos independientes que 
solo se presentar e improvisan cuando hay elecciones para gobernador 
regional y alcaldes provinciales y distritales, estas son las razones 




2.3. Marco conceptual 
 Alcaldía.- Según el Diccionario enciclopédico Ilustrado ALCALDE es el 
Presidente del ayuntamiento de un pueblo o territorio Municipal el alcalde 
es la autoridad y ejerce la función ejecutiva municipal etimológicamente 
alcalde significa juez en idioma árabe. Durante un tiempo la Administración 
de justicia en el orden penal civil fue las primeras y las más importantes 
atribuido a los alcaldes a partir del siglo XV los reyes de España  asumieron 
la atribución  de nombrar jueces rentados para diversos pueblos lo que 
determinó que los alcaldes dejaran paulatinamente la función de administrar 
justicia a partir de 1812 con la constitución de Cádiz  los alcaldes pasaron a 
ser órgano político  administrativo de la ciudades la evolución en otros 
países fue paralela. 
 Ciencia Jurídica.- Es parte de la ciencia en general, en sentido estricto, la 
dogmática jurídica y la sistemática normativa del Derecho no pueden obviar 
a los principios generales del Derecho, menos aún, quienes la aplican 
jurisdiccionalmente, la interpretan y la construyen. 
 Concejo Municipal.- Los concejos municipales son organismos normativos 
y deliberantes autónomos tiene su área de operación las provincias y 
distritos de todo el territorio nacional quienes ejercen  sus funciones dentro 
de la ley marco cual es la ley de municipalidades. 
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 Consulta Popular.- Es un mecanismo que legalmente está establecido en 
el Perú en caso de tramitación de revocatorias de Autoridades elegidos en 
los gobiernos regionales y alcaldes municipales. 
 Consulta  de revocatoria en el Perú.-Desde la dación de la Ley N°. 
26300, en 1995, se han organizado siete Consultas de Proceso de 
Revocatoria  Concretamente en los años 1997, 2001, 2004, 2005 (Fue en 
julio y octubre), 2008 y 2009. El proceso del 30 de setiembre de 2012 fue el 
octavo en su tipo. 
 Constitución Política del Estado.- Según la Constitución Política del Perú 
de 1993 y de acuerdo a la Ley N° 26300 Ley de los derechos de 
participación y control ciudadana,  la revocatoria es un derecho que tiene la 
ciudadanía para destituir de su cargo a una determinada Autoridad antes de 
que concluya el periodo de su Gobierno, como consecuencia del mal 
desempeño que ejercen como autoridad edil, hasta la fecha han sido 
revocados varios alcaldes y regidores motivo por la cual en el proyecto de  
investigación deseo explicar sobre las causales que han sido objeto de 
diversas denuncias y revocados a Autoridades ediles en la Región Puno. 
 Control Ciudadano.-  La revocatoria es un derecho que tiene la ciudadanía 
para destituir de su cargo a una determinada Autoridad antes de que 
concluya el periodo de su Gobierno, como consecuencia del mal 
desempeño que ejercen como autoridad edil, hasta la fecha han sido 
revocados varios alcaldes y regidores. 
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 Fondo de compensación Municipal.- Es un fondo económico que tiene  
Autonomía el manejo de sus presupuestos tanto  FONCOMUN como del 
canon minero cuyo manejo incurren en ilícitos penales es  la  razón que la 
población viene haciendo uso para revocarlos por la desconfianza 
generalizada especialmente en las Municipalidades provinciales y distritales 
debe manejarse de manera transparente. 
 Gobiernos Locales.- Gobiernos locales podemos definir como  
Municipalidades o ayuntamientos, es decir como un conjunto de personas 
asentadas en un territorio determinado jurídicamente organizadas para 
perseguir como fin común la satisfacción de necesidades colectivas. 
Las municipalidades son órganos de gobierno local que ejercen en las 
circunscripciones provinciales distritales de cada región del Pis atribución 
es competencias y funciones que les asigna la constitución la ley orgánica. 
 Ley Orgánica de Municipalidades.- La Ley Orgánica de Municipalidades 
N° 27972 en su Art. III del título preliminar establece que el territorio de las 
municipalidades provinciales y distritales  se aprueba por el Congreso a 
propuesta del poder ejecutivo y el art. 128 de la misma ley establece que 
las Municipalidades de Centros Poblados son creados por ordenanza 
Municipal Provincial.  
 Municipio.- Los Municipios se constituyen en una unidad básica como 
Gobiernos locales es la Organización Política del Estado Peruano y 
representa al vecindario, promoviendo la adecuada prestación de servicios 
públicos locales hasta alcanzar el deseado desarrollo integral sostenible y 
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armónico de su jurisdicción.  Según la Constitución Política del Perú de 
1993 y de acuerdo a la Ley N° 26300 Ley de los derechos de participación y 
control ciudadana,  la revocatoria es un derecho que tiene la ciudadanía 
para destituir de su cargo a una determinada Autoridad antes de que 
concluya el periodo de su Gobierno, como consecuencia del mal 
desempeño que ejercen como autoridad edil, hasta la fecha han sido 
revocados varios alcaldes y regidores motivo por la cual en el proyecto de 
investigación deseo explicar sobre las causales que han sido objeto de 
diversas denuncias y revocados a Autoridades ediles en la Región Puno. 
 Organización.- La población y el territorio no bastan por si solos para 
constituir un municipio se requiere un tercer elemento básico denominado: 
organización, la organización es tan importante porque así como el estado  
podemos definir como la nación jurídicamente organizada, igual podemos 
hacerlo con los municipios  el gobierno local es el municipio jurídicamente 
organizado. 
 Participación y control Ciudadano.- de acuerdo a la Ley N° 26300 Ley de 
los derechos de participación y control ciudadana,  la revocatoria es un 
derecho que tiene la ciudadanía para destituir de su cargo a una 
determinada Autoridad antes de que concluya el periodo de su Gobierno, 
como consecuencia del mal desempeño que ejerce como autoridad edil. 
 Población.- Es el segundo elemento característico  y tipificante de las 
Municipalidades, los Gobiernos locales cuentan con una determinada 
población  en el art. 1ro. Del título preliminar de la ley 27972 refiere que los 
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Gobiernos locales son canales inmediatos de participación vecinal en 
asuntos Públicos, la población es el conjunto de personas que habitan 
dentro de los límites de la Municipalidad  y se hallan sometidas  a las 
mismas Autoridades  y jurisdicción local, los pobladores se clasifican en 
VECINOS que gozan de todo los derechos, para ello a los primeros se les 
concede la ley del domicilio y a los segundos, la ley de la residencia 
temporal. Para el conocimiento legal de los Municipios en el Perú se exige 
como mínimo para organizar un municipio de centro poblado 500 personas, 
mayores de edad, según el inc. 3ro. Del art. 5to. De la ley orgánica de 
municipalidades Nro. 27972 que en su art. 129 inc. 1ro. Exige como mínimo  
1,000 habitantes mayores de edad domiciliados en el centro poblado y 
registrados debidamente. 
 Promesa.- En el diccionario del derecho usual, se le conoce como la 
declaración unilateral de voluntad por la cual consiente uno en obligarse a 
dar o hacer una cosa en tiempo futuro. De cumplir estrictamente un deber o 
desempeñar honradamente un cargo. En la actualidad las Autoridades 
Municipales se comprometen a realizar una serie de obras en bien de la 
población pero a la hora de los hechos cuando ya ganaron una contienda 
electoral solo fue promesas y no lo cumple es el motivo que la población 
protesta y hace uso del mecanismo de la revocatorias de autoridades 
Municipales. 
 Revocatoria.- La Ley Nº 26300 Ley de los derechos de la participación y 
control ciudadano,  realizan consulta popular de revocatorias de 
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autoridades municipales Provinciales y Distritales, por lo que se han venido 
dando efecto estas consultas, revocando a Alcaldes y Regidores cada vez 
más con mayor énfasis dejando un retroceso a la Población perjudicando el 
desarrollo integral de los pueblos  de su jurisdicción, creando malestar y 
desorden 
 Territorio.- Dentro del estado, cada gobierno local ocupa un sector del 
territorio Nacional  es la razón que el art. I del título preliminar  de la ley 
orgánica de Municipalidades señala: los gobiernos locales son entidades 
básicas de la organización territorial  del estado. Entonces territorio  es para 
el municipio como para el estado un elementos esencial  que lo tipifica  y lo 
caracteriza, la extensión territorial  de los estados  y Municipalidades  es 
variable de allí que existen  estados pequeños  y grandes  como Municipios 
pequeños y grandes. 
 
La Ley Orgánica de Municipalidades Nro. 27972 en su Art. III del título 
preliminar establece que el territorio de las municipalidades provinciales y 
distritales  se aprueba por el congreso de la Republica a propuesta del 
poder ejecutivo  y el art. 128 de la misma ley establece que las 








2.4.1. Hipótesis de trabajo. 
En qué medida los factores sociales y jurídicos afectan la revocatoria de 
alcaldes municipales en la región de Puno, entonces es probable que el 
manejo presupuestal no es utilizado adecuadamente por los alcaldes 
municipales a favor de la población de la región de Puno.    
  
2.4.2. Análisis de Variables e Indicadores  
 Variable independiente  
Determinar las causas sociales de autoridades ediles revocados en la 
región de Puno. 
Determinar las causas jurídicas de autoridades revocadas en la región de 
Puno. 
 Variable dependiente  
Factores sociales que generan disconformidad en la población por no 
responder eficaz y oportunamente, esto por parte de las autoridades 
competentes a la hora de sancionar.     
Falta de liderazgo para conducir la gestión municipal a favor de la 










MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
3.1. Método de investigación  
El método de investigación aplicado fue el establecido por el racionalismo 
crítico: carácter Hipotético – Deductivo 
 
La hipótesis, "con suposiciones que se expresan como enunciados o 
proposiciones que se constituyen en una respuesta tentativa a un problema 
de investigación, o bien proposiciones tentativas acerca de las relaciones 
entre dos o más variables se apoyan en conocimiento en forma 




Cada vez que se hable de una hipótesis se entenderá que se allá en el 
estado de problema, y que dejara de ser hipótesis en el momento mismo en 
que se obtenga de ella una corroboración o regulación. 
 
Así el desarrollo de nuestra investigación verificara la afirmación 
hipotética que se realiza planteada desde el uso de la razón conjugada con 
el marco teórico que valida nuestra posición frente a la realidad objetiva, 
que confrontada en ella verificaremos la valides de nuestra afirmación a 
través del uso de los instrumentos cuantificables que permiten medir las 
variables. 
 
Así mismo, "el uso de la lógica deductiva es un razonamiento 
discursivo mediante el cual se obtiene rigurosamente de uno a varios 
juicios (que son las premisas) otro juicio (la conclusión) que es la 
consecuencia necesaria de aquellos en virtud de las reglas formales 
correspondientes” (Escobedo, 2008) 
 
La aplicación de esta lógica permitió encontrar una explicación 
satisfactoria desde la construcción de la hipótesis hasta la interpretación 





3.2. Diseño de la investigación  
La presente investigación se desarrollara acorde al paradigma cuantitativo, 
José Escobero Rivera indica "la investigación cuantitativa es un paradigma 
que enfatiza la relación entre variables y privilegia la medición y el análisis 
de las relaciones causales entre ellas. El supuesto ontológico fundamental 
es que existe una realidad que es independiente a los individuos y que es 
cognoscible mediante procedimientos objetivos, sobre todo mediante la 
cuantificación, en ella se aplica la lógica deductiva de análisis y se procura 
obtener información relevante y fidedigna para verificar el conocimiento. 
 
Esta perspectiva de investigación es muy fuerte en cuanto a la precisión 
en el entendimiento de fenómeno mismo, concretamente en los que se 
refiere a la verificación científica de la teoría. Los hechos sociales en este 
paradigma son características reales de la sociedad a las que están 
sometidos los individuos. Los miembros de la sociedad pueden estar o no 
enterados de estos hechos, tener o no información precisa acerca de ellos, y 
tomarlos o no realmente en cuenta en sus actividades diarias". (Escobedo, 
2008, p. 132). 
 
3.3. Población y muestra. 
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 Universo:  
Municipalidades  de la región Puno 
 Población:  
Población está constituido por las Municipalidades de la región Puno en 
concordancia con la  Ley de bases de la descentralización Nro. 27783 y la 
Ley Nº 26300 - Ley de los derechos de la participación y control ciudadano. 
 
 Muestra:  
Municipios de la Región  Puno, los cuales consta de 10 provincias y sus 
respectivos distritos  
 
PROVINCIAS N° DISTRITO 
AZANGARO 








CHUCUITO 08 PISACOMA 
HUANCANE 09 TARACO 
EL COLLAO 10 SANTA ROSA 



















   Fuente: elaboración propia  
3.4. Técnicas e instrumentos  
 Técnica. 
Se utilizó "el Cuestionario pre - codificado" el cual contiene preguntas sobre la 
insatisfacción de la revocatorias llevadas a cabo en la región de Puno,  
 
 Instrumentos. 
El instrumento que se utilizó para el desarrollo de la investigación es la 
encuesta que consiste en obtener datos de una muestra de los ciudadanos, 
con el fin de obtener mediciones cuantitativas.  
 
 Estilo o normas de redacción utilizado 
El estilo o norma de aplicación para la redacción y estructuración del marco 
























Provincias y distritos en donde se llevó a cabo la revocatoria de alcaldes lo que  
permite concluir, que la mayoría de los procesos de revocatoria se dan en las 
jurisdicciones donde es más fácil contar con el número de firmas requeridas. 
PROVINCIAS N° DISTRITO N° PROCESOS N° ELECTORES 
AZANGARO 
01 SANTIAGO DE PUPUJA 01 3896 
02 CHOQUEHUANCA 01 3349 
03 ARAPA 01 5368 
CARABAYA 
04 COASA 02 3360 
05 USICAYOS 01 1199 
06 AYAPATA 01 3346 
07 CRUCERO 01 4766 
CHUCUITO 08 PISACOMA 01 1828 
HUANCANE 09 TARACO 01 10,187 
EL COLLAO 10 SANTA ROSA 01 2675 
LAMPA 11 PALCA 01 1392 
MELGAR 
12 LLALLI 01 1347 
13 UMACHIRI 01 2358 
14 CUPI 01 1347 
PUNO 
15 TIQUILLACA 01 1863 
16 VILQUE 02 1905 
17 CHUCUITO 01 6299 
18 AMANTANI 01 3516 
SANDIA 
19 LIMBANI 01 1968 
20 PATAMBUCO 01 2754 
21 CUYOCUYO 01 4331 
YUNGUYO 
22 COPANI 02 3737 
23 OLLARAYA 01 1800 
24 TINICACHI 01 548 
FUENTE: datos obtenidos tanto del jurado nacional de elecciones con sede en Puno y Portal institucional 





GASTOS ANUALES NO EJECUTADOS PRESUPUESTALMENTE EN LOS 



































NIVEL DE EJECUCIÓN PRESUPUESTAL EN LOS DISTRITOS DONDE SE 
EFECTUÓ LAS CONSULTAS DE REVOCATORIA QUE PERJUDICÓ  LA 



































Provincias donde se han llevado a cabo revocatorias, muestra que los procesos 
de revocatoria están ligados estrechamente a la insatisfacción de la población, por 







Puno 50.1 27.8 
Azángaro 65.6 25.9 
Cara baya 76.6 20.5 
Chucuito 66.5 31.0 
El Collao 68.0 45.1 
Huancané 66.9 32.1 
Lampa 62.5 35.5 
Melgar 65.5 32.6 
Moho 80.4 30.6 
San Antonio de 
Putina 
46.4 32.8 
San Román 41.1 47.6 
Sandia 56.9 13.6 
Yunguyo 54.9 11.5 
 














PRIMERA:  En forma concluyente respecto a la revocatoria de autoridades ediles  
es muy importante la vigencia de la Ley N° 26300, Ley de los 
derechos de participación y control ciudadana, que norma el trámite 
para  la revocatoria como un derecho que tiene la ciudadanía para 
destituir de su cargo a una determinada autoridad antes de que 
concluya el periodo de su gobierno, se debe dar estricto 
cumplimiento.  
SEGUNDA:  La población de Puno por su interculturalidad que aún conserva el 
gobierno central no le da la importancia debida por razones de 
distancia y por un antiquísimo tradición de discriminación 
consecuentemente el Estado tiene la obligación de proveer mayor 
atención como  sociedad civilizada  superar las salidas  de carácter 
jurídico  como mecanismo de control ciudadano a las autoridades 
ediles por el que se revoca  
TERCERA: La población que tramita la revocatoria  como mecanismo de control 
en  muchos   casos, las solicitudes de revocatoria no se sustentan en 
causales válidas, con argumentos sobre asuntos de índole personal 
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por encima de los temas de gestión, consecuentemente la ley debe 
ser modificada. 
CUARTA:     La ley de revocatoria que señala las causales por el que se tramita no 
debe ser utilizado  como un mecanismo  para  derrocar a una 
autoridad electa y que, lejos de contribuir a una mejora en la esfera 
política, contribuye a generar un espacio de pugnas políticas donde 
los intereses individuales de poder se sobreponen a las necesidades 
de la población. 
 
QUINTA:     No debe ser mal utilizado  los procesos de revocatoria  porque se 
convierten en un  espacio  donde los líderes políticos locales por 


















PRIMERA: Este mecanismo de control que efectúa la población no debe ser mal 
utilizado tratándose de poblaciones sobre todo distritales en donde la 
solicitud de revocatoria es más fácil se debe priorizar especialmente la 
inversión que es beneficiada a través de FONCOMUN  y no distraer 
en la pérdida de estos fondos .  
SEGUNDA:La participación ciudadana, en materia de revocatoria de autoridades 
ediles en la región Puno es muy importante si está debidamente 
tramitada y si la población apoya se consuma la revocatoria este mal 
necesario se convierte en un control ciudadano.  
TERCERA: Como aporte  jurídico en la presente investigación  es importante la 
interpretación y la vigencia de la Ley N° 26300 Ley de los derechos de 
participación y control ciudadana  la misma que se ocupa del 
referéndum, la iniciativa legislativa, la iniciativa de reforma 
constitucional, la remoción de Autoridades y la demanda de rendición 
de cuentas, como mecanismos de participación directa de la 
ciudadanía en los asuntos propios de una democracia, el espíritu de 
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esta Ley  es excelente pero en la práctica no se cumple 
adecuadamente o no es utilizado adecuadamente.  
CUARTA:   Los partidos políticos estos últimos años perdieron el espacio por el 
que la constitución y la democracia los señalaron y ocupan 
actualmente los movimientos políticos que se improvisa es la razón 
por el que existe las revocatorias es deber de las organizaciones 
políticas de presentar listas y de formular propuestas de gobierno 
responsables y posibles, la revocatoria debería, en principio, ser la 
excepción y no la regla, puesto que lo óptimo sería que se respete el 
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PROPUESTA DE REFORMA AL CONGRESO DE LA REPÚBLICA A LA LEY N° 
26300 
La revocatoria de autoridades es una institución introducida en el Perú por la 
Constitución de 1993, cuya primera acción legal se registra en el año 1997. A la 
fecha se han realizado 3367 consultas de revocatoria, y han resultado 
efectivamente revocados de sus cargos 1 057 autoridades, entre alcaldes (740) y 
regidores (847). 
De hecho, Perú encabeza la lista de países de América con mayor número de 
revocatorias en su historia, al registrar 5.303 desde 1993, año de introducción de 
este mecanismo, según estadísticas consignadas en un boletín del Jurado 
Nacional de Elecciones (JNE). 
Le siguen Estados Unidos con más de 4.000, con la salvedad de que la 
revocatoria fue implementada en 1903; Ecuador con 78, que instauró dicha 
consulta popular hace 15 años; y Colombia con 33, que tiene ese tipo de procesos 
desde 1991. La lista la completan Venezuela con 10 desde 1999, y Argentina con 
media docena (con revocatorias desde 1933). 
Para la especialista argentina suiza, citada en el boletín Revocatoria en Debate, la 
existencia del mecanismo y su adecuada regulación contribuye a generar válvulas 
para preservar el sistema político. Sin embargo, advirtió, su uso intensivo provoca 
más problemas de los que resuelve. 
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En su opinión hay cuatro factores que activan la revocatoria: primero, la 
insatisfacción de la ciudadanía con la gestión de la autoridad; y segundo, la 
facilidad para impulsar ese mecanismo dado que los porcentajes de firmas 
requeridos son fáciles de obtener. 
Igualmente, los incentivos para su empleo, a los cuales calificó de "perversos", al 
referir que muchos promotores poseen un fuerte interés por apurar el final de un 
gobierno regional o local y propiciar nuevas elecciones. 
Entre las diversas propuestas que se ha venido discutiendo, resalta aquellas 
referidas a aumentar el número de firmas para la consulta, la eliminación de las 
nuevas elecciones municipales, entre otras, las mismas que se resumen en los 
siguientes puntos: 
Eliminar las Elecciones Fruto de Revocatorias. 
El jefe del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (Reniec), Jorge 
Yrribarren, propuso se elimine a futuro los procesos electorales productos de la 
revocatoria. Esta tesis es compartida por los tres organismos (electorales). El 
fundamento se sostiene que no es necesario unas segundas elecciones para 
reemplazar a los regidores vacados, porque hay elegidos en forma accesitaria que 
podrían ocupar esos puestos; aparte del gasto que se genera. 
El Presidente del Jurado Nacional de Elecciones (JNE), planteó eliminar los 
“incentivos perversos” para solicitar la revocatoria del mandato de autoridades, 
entre ellos, que realicen nuevas elecciones, porque ello altera el equilibrio de 
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poderes. Se indicó que muchas veces se ha utilizado ese mecanismo para 
adelantar los procesos de elección popular y cambiar el equilibrio de poderes sin 
esperar que finalice el periodo. “Ello puede afectar la continuidad o gobernabilidad 
de los consejos regionales o concejos municipales”, remarcó al exponer sobre la 
experiencia peruana en el uso de la democracia directa. 
Por ello, se plantea eliminar dichos comicios y que, posteriormente a la 
revocatoria, se reemplace a las autoridades que sean destituidas con los 
suplentes, sin que haya autoridades provisionales." La democracia no es un gasto, 
sino una inversión, pero no podemos tener al país en un proceso electoral 
constante, siete meses es muy poco y no justifica realmente (Este proceso)". 
La modificación del mecanismo de consulta popular de revocatoria permitirá dar 
"Estabilidad y gobernabilidad" en los gobiernos regionales y municipales, y 
además, "Ahorrar dinero al fisco". Señala Távara. 
Se debe exigir se fundamente debidamente la Solicitud de Revocatoria. 
Actualmente, las razones por las que se inicia una revocatoria no requieren ser 
probadas. Los fundamentos del pedido de revocatoria se exponen sin necesidad 
de motivación ni desarrollo ulterior. 
Los supuestos más frecuentes por los cuales se solicita la realización de la 
consulta de revocatoria, según información difundida por la ONPE (2012), son: 
Asumen con desinterés y negligencia sus funciones. 
 No responden a la demanda de servicios para la comunidad. 
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 Son incapaces de dialogar o escuchar. 
 Se encuentran habituados al consumo de licor. 
 Malversan los fondos del municipio. 
 Contratan familiares en el municipio (nepotismo). 
 Incumplen con las promesas ofrecidas en campaña. 
 Utilizan los bienes de la municipalidad o gobierno regional. 
 Se asignan dietas indebidas. 
 Abusan del poder y maltratan a la población. 
 No reconocen los acuerdos del consejo regional o concejo municipal. 
 No viven en la localidad. 
 Cometen irregularidades en las licitaciones de obras. 
Establecer porcentajes de firmas más alto y específico para cada caso. 
Para ello se hace necesario la modificación del artículo 21 de la Ley N°. 26300, 
que tiene por objeto establecer porcentajes de firmas específico para cada caso: 
15% para gobiernos regionales, 20% para municipalidades distritales y 25% para 
municipalidades distritales. La razón es otorgarles respaldo político a las 
autoridades que han sido elegidas democráticamente y que ejercen el poder en 
sus respectivas circunscripciones. 
En las siete últimas consultas populares de revocatoria a nivel nacional se solicitó 
la revocatoria de 3,367 autoridades municipales (740 alcaldes y 2,627 regidores), 
resultando revocadas 1,057 (31.3 %): 210 alcaldes y 847 regidores. Asimismo, 
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debemos tener en consideración que en menos de 24 horas del primer día útil del 
año, se vendieron 253 Kits para la revocatoria de autoridades regionales y 
municipales.” En el caso del centro del país, hubo solicitudes de revocatoria para 
casi todas las regiones y municipalidades provinciales y distritales, y se compraron 
kits para la revocatoria de los presidentes regionales de Junín, Huancavelica y 
Pasco. 
Es importante traer a colación la propuesta esbozada por Hernán Espino Cortés 
en su tema. “El desafío de la Revocatoria: Obstáculo o requisito para el desarrollo 
local y regional” (Espino, s/f). En lo que respecta a la dimensión cuantitativa, la 
delimitación puede establecerse en dos momentos: 
1) Al colocar como requisito para el ejercicio del derecho, esto es, para la 
presentación de la solicitud de revocatoria de autoridades y municipales, un 
mínimo de adherentes; y 
2) para que se concretice la pretensión contenida en la solicitud de revocatoria y 
que, materialmente, se concretice el ejercicio del derecho, que se produciría al 
momento de imponer un porcentaje mínimo de asistentes y votos favorables a la 
pretensión, para que se revoque a una autoridad. 
Mejorar el Mecanismo de Reembolso. 
Como se sabe la propuesta y origen del reembolso en el Perú, parte de la 
Constitución de 1993 y de la Ley N°. 26300, LDPCC, creando la figura legal del 
reembolso. Esta figura, al plantear la posibilidad de quesean devueltos los gastos 
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en los que incurren quienes logran, a través de un proceso electoral, hacer 
realidad sus pretensiones de remover a sus autoridades, incide de forma concreta 
en promover el ejercicio de los derechos de participación y control político. 
Sin embargo, este debe darse de conformidad con las posibilidades 
presupuéstales del JNE, y en la forma en que este disponga. De la experiencia 
comparada, los mecanismos que mejor contribuyen al fortalecimiento de las 
instituciones de democracia directa se sitúan entre la financiación (Directa o 
indirecta) y el reembolso (En términos generales, y notan precisos, también se 
suele hablar descompensación y resarcimiento). 
Como lo sugiere Ornar Livia Quiñones resulta necesario desarrollar alternativas 
que contribuyan a maximizar el reembolso como institución, en lo que respecta a 
los gastos de difusión, fijando para ello una partida específica en el presupuesto 
de cada proceso electoral pertinente. Junto a ello, es necesario establecer topes 
para el reconocimiento de gastos, que incluya los dos conceptos susceptibles de 
ser reembolsables. 
Una de ellas se refiere al artículo 21°: “Los ciudadanos tienen el derecho de 
revocar a las autoridades elegidas. La consulta de revocatoria sólo procede una 
vez en el período de mandato, excluyendo la posibilidad de presentarla en el 
primer y último año, salvo el caso de los jueces de paz. La solicitud de revocatoria 
se refiere a una autoridad en particular, es fundamentada y no requiere ser 
probada. El Jurado Nacional de Elecciones convoca a consulta popular que se 
efectúa dentro de los noventa días de solicitada formalmente.” La propuesta es 
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que debe realizarse sólo una consulta popular en el período de mandato y ésta 
debe realizarse el primer domingo de diciembre del segundo año de gestión. Los 
kits electorales deberían ser puestos a disposición de los promotores desde el 
primer día útil de abril, a fin de éstos dispongan del tiempo necesario para la 
recolección de firmas y presentarlas formalmente, hasta mediados de setiembre 
como fecha límite, ante la Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE), 
previa verificación por parte del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil 
(RENIEC). Y el Jurado Nacional de Elecciones proceda formalmente a convocar a 
consulta popular en la fecha mencionada. 
 Las principales conclusiones a las que se arribó, como producto del diálogo entre 
los participantes, fueron: 
 Necesidad de reforma de la figura de la revocatoria, teniendo en cuenta 
que: 
 La revocatoria constituye un derecho de participación pero de carácter 
excepcional y que la regulación debe plasmar dicha característica. En esa 
medida, se sugirió fortalecer otros mecanismos de participación y control de 
la ciudadanía, para que el empleo de la revocatoria sólo se dé en última 
instancia. En esa línea, también se resaltó la necesidad de revisar y ajustar 
las causales para solicitarla y las reglas para su ejercicio. 
 La posibilidad de incorporar en el diseño de la revocatoria la obligación de 
sustentar causales en las solicitudes puede resultar arbitrario considerando 
que se trata de un mecanismo de participación y que sería complicado 
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atribuir a la ONPE o el JNE la función de evaluar que las causales se 
encuentran realmente sustentadas. De ahí que se sugiera que los pedidos 
de revocatoria podrían sustentarse en el cumplimiento de planes de 
gobierno, Planes de desarrollo concertado, rendiciones de cuenta, 
presupuesto participativo, etc. 
 La reforma del diseño de la revocatoria también debe contemplar reglas 
sobre la fiscalización de firmas, para que se desarrolle con mayor severidad 
y se eviten los casos de falsificación. Se indicó que actualmente los casos 
de falsificación tienen como única consecuencia la denuncia penal, pero no 
existen reglas que hagan que la falsificación de firmas tengan un efecto 
directo en la continuidad o no del proceso de revocatoria. Esta sería una 
medida que contribuiría a prevenirlos. 
 Es necesario eliminar del diseño legal de la revocatoria los incentivos 
perversos como el reembolso de los costos a los promotores de la misma, y 
también la posibilidad de convocar a elecciones complementarias cuando 
se haya revocado a más del 50% de las autoridades locales o regionales. 
Precisamente, se indicó que las elecciones complementarias eran un 
incentivo para la captura del poder por parte de los opositores políticos o los 
candidatos perdedores de la elección. Asimismo, como alternativa a la 
eliminación de estos incentivos, se planteó que, como la revocatoria de 
mandato está referido a una autoridad en ejercicio, para reemplazarla sería 
suficiente con que los suplentes o accesitarios al cargo lo asuman. Así, por 
ejemplo, en el caso haberse revocado a un alcalde/esa, podría asumir su 
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puesto el teniente alcalde; de igual forma, en el caso de los/as regidores/as 
y consejeros/as, las listas de candidaturas podrían considerar suplentes de 
forma que se evita el quiebre de la representación creada en la elección. 
 Para solicitar la revocatoria de mandato y que ésta proceda, se debe 
considerar un porcentaje mayor de firmas de electores; así como, que la 
votación para que se produzca la revocatoria vuelva a ser del 50% más uno 
de los electores. 
 Las modificaciones que se realicen a las normas sobre la revocatoria deben 
considerar una realidad distinta a la de Lima, así se sugiere considerar: el 
nivel de gobierno; la tipología de municipalidades, y; el número de 
población electoral de cada circunscripción. Esto último, sobre todo, 
respecto a las normas sobre porcentaje de firmas requeridas para la 
solicitud, que debe ser diferenciado en función a las variables mencionadas. 
En relación al diseño legal de la revocatoria, se indicó que el modelo peruano 
debe compatibilizarse con la concepción original de dicha figura como derecho de 
participación y control de la ciudadanía de carácter excepcional. En esa medida, 
se señalaron algunos elementos o preguntas que deben considerarse, como por 
ejemplo: ¿La revocatoria tiene como finalidad evaluar la gestión?, ¿cómo las 
personas hacen la evaluación de autoridades y su gestión?, ¿el/la ciudadano/a 
cuenta con los instrumentos para evaluar el desempeño de una autoridad, a sea 
que ésta realice directamente o no con la gestión (caso de regidores)?, o ¿si se 
espera que realmente que se produzca, con la revocatoria de las autoridades, una 
mejora en la gestión? 
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 La revisión y el rediseño de las normas sobre la revocatoria debe realizarse 
con una mirada de conjunto con: i) las normas electorales y del sistema 
electoral; ii) la necesidad de mejorar las normas destinadas a 
institucionalizar y fortalecer la democracia representativa, en particular las 
que se refieren a los partidos políticos, y; iii) las normas que regulan los 
otros derechos de participación y control ciudadanos (rendición de cuentas, 
transparencia, Planes de Desarrollo Concertado, Presupuesto participativo, 
etc.), de manera que puedan verse fortalecidos en la práctica y que la 
revocatoria sea considerada el último mecanismo de control a ser empleado 
por la ciudadanía. Precisamente, sobre los mecanismos de control de las 
autoridades locales y regionales, se citó como ejemplo, el caso de la 
vacancia, una figura que en la práctica no siempre funciona y cuya 
eliminación está siendo evaluada. Asimismo, respecto a las normas sobre 
representación, se recordó que la revocatoria se adopta en el contexto de 
crisis de la democracia representativa y de los partidos políticos; así como, 
ante la ausencia de otras propuestas para fortalecerlos. 
 Sobre la oportunidad y el tiempo que se requiere para revisar y rediseñar 
las normas sobre las revocatoria, se indicó que es preciso no hacerlo de 
forma acelerada y sin contemplar todos los aspectos técnicos y de contexto, 
como por ejemplo la naturaleza de la revocatoria, la tipología de municipios, 
la necesidad de un debate que genere consensos en los que se recoja la 
opinión de diversos actores a nivel nacional y subnacionales, entre otros. 
No obstante, también se advirtió sobre la oportunidad que se ha abierto en 
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el Congreso a raíz del último proceso de revocatoria en Lima y también la 
consideración de que es un tema vinculado al contexto electoral que se 
aproxima en el país. 
 .Con fecha 13 de julio de 2013 fue presentado el dictamen de la Comisión de 
Constitución y Reglamento respecto a los quince proyectos de Ley que proponen 
la modificación de diversos artículos de la Ley 26300 Ley de los Derechos de 
Participación y Control Ciudadanos. 
Entre las principales propuestas se destacan las siguientes: 
1. El Proyecto de Ley N°. 325/2011-CR, propuesto por el Congresista José 
León Rivera, del Grupo Parlamentario Alianza Parlamentaria, consta de 
artículo único, propone modificar el artículo 13 de la Ley N°. 26300. 
2. El Proyecto de Ley N°. 914/2011-CR, propuesto por el Congresista Vicente 
Zeballos Salinas, del Grupo Parlamentario Solidaridad Nacional, consta de 
artículo único y propone modificar el artículo 13 de la Ley N°. 26300. 
3. El Proyecto de Ley N°. 1225/2011-CR, propuesto por el Congresista Carlos 
Bruce Montes de Oca, del Grupo Parlamentario Concertación 
Parlamentaria, consta de un artículo que propone modificar los artículos 21 
y 22 de la Ley 26300. 
4. El Proyecto de Ley N°1690/2012-CR, propuesto por el Congresista Yehude 
Simón Munaro, del Grupo Parlamentario Alianza por el Gran Cambio, 
consta de dos artículos que proponen modificar los artículos 21 y 23 de la 
Ley N°. 26300. 
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5. El Proyecto de Ley N°. 2035/2012-CR, propuesto por el Congresista 
Rennán Espinoza Rosales, del Grupo Parlamentario Perú Posible, 
proponen modificar diversos artículos de la Ley N°. 26300. Ley de los 
Derechos de Participación y Control Ciudadanos consta de un artículo y una 
disposición complementaria, que propone modificar el artículo 25 de la Ley 
N°. 26300. 
6. El Proyecto de Ley N°2079/2012-CR, propuesto por el Congresista Jorge 
Rimarachín Cabrera, del Grupo Parlamentario Acción Popular-Frente 
Amplio, consta de dos artículos y una disposición complementaria 
transitoria y propone modificar los artículos 23 y 25 de la Ley N°. 26300. 
7. El Proyecto de Ley N°. 2087/2012-CR, propuesto por la Congresista 
Carmen Omonte Durand, del Grupo Parlamentario Perú Posible, consta de 
un artículo y una disposición complementaria final; propone modificar los 
artículos 20, 21, 22, 23, 24 y 25 de la Ley N° 26300. 
8. El Proyecto de Ley N°. 2094/2012-CR, propuesto por el Congresista Tomas 
Zamudio Briceño, del Grupo Parlamentario Nacionalista, consta de dos 
artículos y cuatro disposiciones reglamentarias, derogatorias y finales, 
propone modificar los artículos 21 y 22 de la Ley N°. 26300. 
9. El Proyecto de Ley N°. 2096/2012-CR, propuesto por el señor Congresista 
Víctor Andrés García Belaunde, del Grupo Parlamentario Acción Popular 
Frente Amplio, consta de tres artículos y propone modificar los artículos 21 




10. El Proyecto de Ley N°. 2160/2012-CR, propuesto por el Congresista 
Richard Acuña Núñez, del Grupo Parlamentario Alianza por el Gran 
Cambio, consta de dos artículos y propone modificar los artículos 21, 22, 
23, 25 y 29 de la Ley N°. 26300. 
11. El Proyecto de Ley N° 2197/2012-CR, propuesto por el Congresista Rogelio 
Antenor Canches Guzmán, del Grupo Parlamentario Gana Perú, consta de 
tres artículos; propone modificar los artículos 22 y 23, así como derogar el 
artículo 47, de la Ley N°. 26300. 
12. El Proyecto de Ley N“ 2201 /2012-CR, propuesto por el Congresista 
Mariano Portugal Catacora, del Grupo Parlamentario Perú Posible, consta 
de tres artículos y propone modificar el artículo 22 y 25 de la Ley 26800. 
13. El Proyecto de Ley N°. 2201 /2012-CR, propuesto por el Congresista José 
Luna Gálvez, del Grupo Parlamentario Solidaridad Nacional, consta artículo 
único y propone modificar los artículos 21, 22 y 25 de la Ley N°. 26300. 
14. El Proyecto de Ley N°. 2274/2012-JNE; propuesto por el Jurado Nacional 
de Elecciones, La Oficina Nacional de Procesos Electorales proponen 
modificar diversos artículos de la Ley N°. 26300, Ley de los Derechos de 
Participación y Control Ciudadanos y el Registro Nacional de Identificación 
y Estado Civil, consta de 42 artículos, 9 disposiciones modificatorias, 
transitorias, derogatorias y finales; proponen una nueva Ley de los 
Derechos de Participación y Control Ciudadano, y modificando las Leyes de 
Elecciones Regionales y Municipales. 
15. El Proyecto de Ley N°. 2337/2012-CR, propuesto por el Congresista Vicente 
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Zeballos Salinas, del Grupo Parlamentario Solidaridad Nacional, consta 
artículo único y propone modificar los artículos 20, 21 y 22 de la Ley N°. 
26300. 
 
El texto sustitutorio presentado por la Comisión al Congreso de la República 
es el siguiente: 
Ley que modifica diversos artículos de la Ley N°. 26300, Ley de los Derechos de 
Participación y Control Ciudadanos. 
Artículo Primero. 
1. Modificación de los artículos 21, 22, 24, 25, 29 e incorporación de los 
artículos 29-A y 48 en la Ley 26300 
Modifícase los artículos 21, 22, 24, 25, 29 e incorporase los artículos 29-A y 48 a 
la Ley N°. 26300, Ley de los Derechos de Participación y Control Ciudadanos, con 
los textos siguientes: 
Artículo 21.- Procedencia de solicitud de revocatoria Los ciudadanos tienen el 
derecho de revocar a las autoridades elegidas. La solicitud de revocatoria se 
refiere a una autoridad en particular, procede por una sola vez en el periodo del 
mandato y se realiza el tercer domingo de noviembre del tercer año del mandato 
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para todas las autoridades, salvo el caso de los jueces de paz que se rige por ley 
específica. 
La solicitud se presenta ante la Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE) 
y debe estar fundamentada. La Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE), 
resuelve las solicitudes presentadas en plazo no mayor a treinta (30) días 
calendario, en caso de ser denegada procede recurso de apelación ante el Jurado 
Nacional de Elecciones quien resuelve dicho recurso en el plazo no mayor a 
quince (15) días calendario. No procede recurso alguno contra dicha resolución. El 
Jurado Nacional de Elecciones (JNE) convoca a consulta popular para los casos 
declarados procedentes. Se deben adjuntar los documentos que sustenten la 
fundamentación formulada contra la autoridad o autoridades. Las causales de 
vacancia o suspensión y los delitos no pueden ser invocados para sustentar los 
pedidos de revocatoria. La adquisición de kits electorales para promover la 
revocatoria se podrá efectuar a partir de agosto del segundo año de mandato de 
las autoridades a que se refiere los literales a) y b) del artículo 20 de la presente 
ley. Los fundamentos deben ser hechos públicos por los promotores y por los 
organismos electorales a través de los medios de comunicación desde que se 
declara procedente la solicitud de revocatoria y hasta que se realice la consulta. 
Actualmente: 
Artículo 21.- Los ciudadanos tienen el derecho de revocar a las autoridades 
elegidas. La consulta de revocatoria sólo procede una vez en el período de 
mandato, excluyendo la posibilidad de presentarla en el primer y último año, salvo 
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el caso de los jueces de paz. La solicitud de revocatoria se refiere a una autoridad 
en particular, es fundamentada y no requiere ser probada. El Jurado Nacional de 
Elecciones (JNE) convoca a consulta electoral que se efectúa dentro de los 
noventa (90) días siguientes de solicitada formalmente.” 
Artículo 22.- Requisito de adherentes. 
La consulta se lleva adelante en cada circunscripción electoral, si la solicitud está 
acompañada del veinticinco por ciento (25%) de electores de cada circunscripción 
y es declarada procedente. 
Actualmente: 
Artículo 22.- Porcentaje de ciudadanos adherentes. 
La consulta se lleva adelante en una circunscripción electoral, si el veinticinco por 
ciento de los electores de una autoridad, con un máximo de 400,000 firmas, 
presenta la solicitud de la revocación del mandato ante la oficina de procesos 
electorales correspondiente. 
Artículo 24.- Reemplazo de la autoridad revocada. 
El Jurado Nacional de Elecciones (JNE) acredita como reemplazante de la 
autoridad revocada salvo los jueces de paz-, para que complete el mandato, 
según las siguientes reglas: a) Tratándose del presidente regional, al 
vicepresidente regional, b) Tratándose del vicepresidente regional, a quien resulte 
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elegido por el Consejo Regional entre sus miembros hábiles integrantes de la lista 
a la que pertenece la autoridad revocada, con votación simple, c) Tratándose 
simultáneamente del presidente y vicepresidente regional, a quienes elija el 
Consejo Regional entre sus miembros hábiles integrantes de la lista a la que 
pertenecen las autoridades revocadas, con el voto favorable de la mitad más uno 
del número legal de los consejeros, d) Tratándose de un consejero regional, al 
correspondiente accesitario. e) Tratándose de un alcalde al primer regidor 
accesitario en su misma lista j) Tratándose de un regidor, al correspondiente 
accesitario de su lista. En los casos b) y c), cuando no se alcance el Acuerdo de 
Consejo regional, se informa al Jurado Nacional de Elecciones, quien designa el 
reemplazante de la autoridad revocada. Actualmente: 
Artículo 24- Sustitución de autoridad revocada 
El Jurado Nacional de Elecciones (JNE) acredita como reemplazante de la 
Autoridad revocada salvo los jueces de paz, para que complete mandato, según 
las siguientes reglas: 
a. Tratándose del presidente regional, al vicepresidente regional. 
b. Tratándose del vicepresidente regional, a quien resulte elegido por el 
Consejo Regional entre los consejeros hábiles integrantes de la lista a la que 
pertenece la autoridad revocada, mediante votación de la mitad más uno del 
número legal de los consejeros. 
c. Tratándose simultáneamente del presidente regional y el vicepresidente 
regional, a quienes resulten elegidos por el Consejo Regional entre los 
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consejeros hábiles integrantes de la lista a la que pertenecen las autoridades 
revocadas, mediante votación de la mitad más uno del número legal de los 
consejeros. 
d. Tratándose de un consejero regional, al correspondiente accesitario. 
e. Tratándose del alcalde al primer regidor hábil que sigue en la lista electoral a 
que pertenece la autoridad revocada. 
f. Tratándose de un regidor, al correspondiente suplente en la lista electoral a 
que pertenece el regidor revocado. 
Articulo 25.- Reemplazo de revocados. 
Quienes reemplazan a los revocados completan el período para el que fueron 
elegidos éstos. En ningún caso hay nuevas elecciones. 
Actualmente:  
Artículo 25.- Convocatoria a nuevas elecciones. 
Únicamente si se confirmase la revocatoria de más de un tercio de los miembros 
del Concejo Municipal o del Consejo Regional, se convoca a nuevas elecciones. 
Mientras no se elijan a los reemplazantes en el cargo, asumen las funciones los 
accesitarios o suplentes. Quienes reemplazan a los revocados completan el 
período para el que fueron elegidos éstos. 
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Artículo 29.- Impedimento de autoridades revocadas. 
La autoridad revocada no puede postular a ningún cargo en la entidad de la que 
ha sido revocada en la elección regional o municipal siguiente, según 
corresponda. Tampoco puede acceder a función pública bajo ninguna modalidad 
de contratación en la entidad de la que ha sido revocada hasta terminar el 
mandato para el que fue elegida. Salvo que al momento de postular haya sido 
trabajador a plazo indeterminado, para lo cual se reincorpora automáticamente a 
su puesto de origen. 
Actualmente: 
Artículo 29.- Candidato apto. 
Quien hubiera sido revocado del cargo para el que fue elegido está apto para ser 
candidato al mismo cargo en las elecciones siguientes a excepción del proceso al 
que se refiere el artículo 25 de la Ley N° 26300 Artículo 29-A.- Obligatoriedad 
de rendición de cuentas. 
Es obligatoria la rendición de cuentas de los ingresos y egresos indicando la 
fuente con sustento documental, tanto de los promotores como de la autoridad 
sometida a revocación. Su incumplimiento conlleva el pago de multa de hasta 
treinta (30) Unidades de Imposición Tributaria (UIT) a favor de los organismos 
electorales. Los promotores de manera individual o como organización deberán 
inscribirse en el Jurado Nacional de Elecciones una vez convocado el proceso, a 
fin de quedar legitimados para promover la revocatoria o defender a la autoridad 
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en proceso de revocación y serán reconocidos por Resolución expresa de la 
autoridad electoral correspondiente, igualmente quedan obligados a rendir 
cuentas en las mismas condiciones referidas en el párrafo precedente. 
Artículo 48.- Normas supletorias y derogatorias. 
Los procesos de consulta establecidos en la presente Ley se rigen 
supletoriamente por las normas contenidas en la Ley Orgánica de Elecciones.  
Artículo Segundo.- Vigencia y aplicación de la Ley. 
La presente ley tiene vigencia al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
El Peruano y no es de aplicación a los procesos de revocatoria que se encuentran 
en trámite a la vigencia de la presente ley. Salvo mejor parecer. 
 
 
 
 
 
